
 
 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 35 021 2020 00196 00 

Demandante:  Mauricio Alexander Roa Gerena 

Demandado: Instituto Colombiano para la Evaluación de la 

Educación – ICFES, Ministerio de Educación Nacional 

y Secretaría de Educación de Bogotá. 

Controversia:  Reubicación de nivel salarial de docente. 

Asunto:   Requerimiento a cumplir la prueba decretada en 

Audiencia Inicial. 

 

El día 11 de mayo de 2022, se llevó a cabo la audiencia inicial1 de que trata el 
artículo 180 de la Ley 1437 de 2011, en la que se decretaron las pruebas 

solicitadas por las partes, con cargo a las partes demandadas, para lo cual se 
ordenó de la siguiente manera: 
 

“(…) 7.1.1 librar oficio al Instituto Colombiano para la Evaluación 
de la Educación – ICFES, para que remita con destino a este 

expediente Copia Auténtica del REPORTE DE RESULTADOS DOCENTE del 
26 DE AGOSTO DE 2019 y del OFICIO SIN NÚMERO, DEL 6 DE 

NOVIEMBRE DE 2019, así como del expediente de Evaluación de 

Carácter Diagnóstico Formativa – ECDF mencionado, del demandante 
actor señor(a) ROA GERENA MAURICIO ALEXANDER con C. C. No. 

80.003.047.  
 

(…)  

 
Se remita una explicación detallada del proceso, metodología y 

publicación de la información acerca de dónde salen los niveles de 

desempeño correspondientes a cada criterio, componente, aspecto a 
evaluar relacionados, etc.  

 

 
1 Ver archivo 32 ActaAudienciaIncial del expediente digital 
 



Se remita un oficio donde se dé una explicación detallada del proceso, 

metodología y publicación de la información acerca de cómo se 
convirtieron los niveles de desempeño en la valoración final. 

 
Para que remita Copia de los Criterios de Puntuación de la 

Autoevaluación del demandante, desglosados por cada ítem.  

 
Explicación detallada del proceso, metodología y publicación de la 

información acerca de la conversión en puntajes por parte del ICFES de 

cada una de las opciones seleccionadas en las preguntas que 
conformaron la autoevaluación.  

 
Explicación detallada del proceso, metodología y publicación de la 

información acerca de la autoevaluación.  
 
Se remita Copia de los Puntajes y Criterios asignados para la valoración 

total de la encuesta.  

 
Remita una explicación detallada del proceso, metodología y publicación 

de la información acerca de los puntajes y criterios asignados para la 
valoración total de las encuestas. 

 

Explicación detallada del proceso, metodología y publicación de la 
información acerca de las encuestas 

 
7.1.2. Se ordena librar oficio a la Secretaría de Educación, para 

que remita copia Autentica del expediente del docente MAURICIO 

ALEXANDER ROA GERENA, hoja de vida y decreto de nombramiento.  
 

De igual forma para que remita certificación en la que se especifique 

fecha, hora y funcionario que registró los resultados de las Evaluaciones 
de Desempeño en el Sistema de Gestión de Recursos Humanos y 

Nómina, implementado en el marco del proyecto de modernización de 
las Secretarías de Educación, para los años 2016-2018, con corte a 

diciembre de 2019.  

 
Para que remita Formato Único para la Expedición de Certificado de 

Salarios, año(s) 2017 – 2019, del demandante actor señor(a) ROA 
GERENA MAURICIO ALEXANDER con C. C. No. 80.003.047. 5 y Formato 

Único para la Expedición de Certificado de Historia Laboral. 

 
De esta prueba se impone la carga a la apoderada judicial de la 

Secretaría de Educación.  
 

7.1.3. Se ordena librar oficio a la Nación – Ministerio de 

Educación Nacional, para que remita las resoluciones y/o actas de 
acuerdo con Fecode  

 

Para que remita el documento PROPUESTA DE EVALUACIÓN DE 
CARÁCTER DIAGNÓSTICO-FORMATIVO (ECDF) PARA EL ASCENSO DE 

GRADO Y REUBICACIÓN DE NIVEL SALARIAL EN EL ESCALAFÓN DE 
EDUCADORES DEL ESTATUTO 1278 DE 2002 de fecha 11 de agosto de 



2015, firmado entre el Ministerio de Educación Nacional – MEN y la 

Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación – FECODE;  
 

Para que remita documento de EVALUACIÓN DE CARÁCTER 
DIAGNÓSTICO-FORMATIVO (ECDF) PARA EL ASCENSO DE GRADO Y 

REUBICACIÓN DE NIVEL SALARIAL EN EL ESCALAFÓN DE EDUCADORES 

DEL ESTATUTO 1278 DE 2002 – MATRICES ESPECÍFICAS POR CARGO27 
de fecha 31 de agosto de 2015, firmado entre el Ministerio de Educación 

Nacional – MEN y la Federación Colombiana de Trabajadores de la 

Educación – FECODE.  
 

De esta prueba se impone la carga al apoderado judicial del 
MINISTERIO DE EDUCACION. 

 

(…) 
 

7.3. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDADA – INSTITUTO 
COLOMBIANO PARA LA EVALUACION DE LA EDUCACION - ICFES  

 

7.3.1. Se ordena librar oficio a la Subdirección de Diseño de 
Instrumentos- SDI, la Subdirección de Producción de Instrumentos- 

SPI, Dirección de Evaluación, y Subdirección Aplicación de 

Instrumentos- SAI del Icfes, para que explique mediante informe 
técnico lo siguiente: Cual fue el diseño de la evaluación dado al 

instrumento video, los ítems de pauta de la evaluación de este 
instrumento, todo lo relacionado a los niveles de desempeño, 

determinen los procedimientos y metodología utilizada por los pares en 

la evaluación del video, así como la metodología de la evaluación dada 
al instrumento de autoevaluación y aplicación de las encuestas. 

 
(…) 

 

Se le impone la carga de la prueba al ICFES 
 

(…)” subrayado fuera de texto. 
 

 

El día 12 de octubre de 2022 tuvo lugar la audiencia de pruebas2 del artículo 181 
de la Ley 1437 de 2011, y allí se escuchó la declaración del testigo Mauricio 

Jiménez Chavarro, y luego fue suspendida con el objeto de verificar 
íntegramente las pruebas allegas por las entidades demandadas, ya que se 

presentaron problemas técnicos en el expediente digital, debido a su 
reasignación, de ahí que, el despacho observa que las entidades no han cumplido 

con la carga de la prueba decreta así: 
     

Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación – ICFES3, 
presentó los manuales de par evaluador “Docente de aula” donde se determina 

los procedimientos o ítem para evaluar a la persona convocada, mas no cumple 
con la prueba ordenada transcrita en párrafos precedentes, que es explicar 

 
2 Ver archivo 48ActaAudiencia del expediente digital. 
3 Ver archivo 33MemorialPruebas del expediente digital. 



detalladamente el proceso, metodología y la publicación o cada ítem aplicado 

específicamente al demandante. 
 

Secretaría de Educación, no ha remitido la certificación relacionada en el 
numeral 7.1.2 en su inciso segundo, para lo cual se requiere a la entidad para 

su cumplimiento 
 

Ministerio de Educación Nacional4, donde manifiesta que, “(…) adjunta las 

copias de las actas y resoluciones suscritas con FECODE y el Ministerio relativos a la 
propuesta del 11 de agosto de 2015 de Evaluación de Carácter Diagnóstico Formativo 

para el ascenso de grado y reubicación salarial de los docentes. En relación a las matrices 

especificas por cargo contenidas en la ECDF de 31 de agosto de 2015, de acuerdo a lo 
indicado en el oficio 2021-IE-024466 de la Subdirección de Referentes y Evaluación de 

la Calidad Educativa, se señala que el Ministerio de Educación Nacional no dispone de 
las matrices requeridas, por cuanto de conformidad a lo señalado en la resolución 15711 

del 25 de septiembre de 2015, le correspondió al ICFES la valoración de los instrumentos 

de la ECDF de acuerdo a cada uno de los criterios en los diferentes componentes para 

cada tipo de docentes”. de las cuales el despacho observa que: 
(i) lo allegado corresponde a otro demandante “Asunto: RESPUESTA A SU 

SOLICITUD DE INFORMACIÓN DEMANDANTE: BERNARDO RODRÍGUEZ RODRÍGUEZ. 

DEMANDADO: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – INSTITUTO 

COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN ICFES. EXPEDIENTE: NULIDAD 
Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO No. 110013342052202000197 RADICADO MEN 

2021-IE-024307 (..) En atención a lo solicitado por el juzgado 52 Administrativo de 

Bogotá en el marco del proceso de nulidad y restablecimiento del Derecho interpuesto 

por el señor Bernardo Rodriguez Rodriguez, respecto a “copias de las resoluciones y 
actas de acuerdo que el ministerio haya suscrito con FECODE, relativas a la propuesta 

del 11 de agosto de 2015 de Evaluación de Carácter Diagnóstico y Formativo, para el 

ascenso de grado y reubicación de nivel salarial en el escalafón de educadores del 
Estatuto 1278 de 2012, así como de las matrices específicas por cargo contenidas en la 

Evaluación de Carácter Diagnóstico y Formativo de 31 de agosto de 2015” de lo citado 

no se ha cumplido lo ordenado en la decisión adoptada en audiencia inicial. 
(ii) lo relacionado a la prueba ordenada en el numeral 7.1.3 la carga fue 

impuesta al Ministerio de Educación Nacional, de acuerdo con lo manifestado por 
el apoderado de dicho Ministerio, no son competentes sino es el Instituto 

Colombiano para la Evaluación de la Educación – ICFES, de ahí que, al citado 
Instituto se le impone la carga de la prueba.  

 
De otra parte, el despacho no avizora la prueba decretada en numeral 7.3 

PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDADA-INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA 
EVALUACION DE LA EDUCACION-ICFES dirigido (…) a la Subdirección de Diseño 
de Instrumentos- SDI, la Subdirección de Producción de Instrumentos- SPI, 

Dirección de Evaluación, y Subdirección Aplicación de Instrumentos- SAI del 
Icfes, para que explique mediante informe técnico lo siguiente: Cual fue el diseño 

de la evaluación dado al instrumento video, los ítems de pauta de la evaluación 
de este instrumento, todo lo relacionado a los niveles de desempeño, determinen 

los procedimientos y metodología utilizada por los pares en la evaluación del 
video, así como la metodología de la evaluación dada al instrumento de 

 
4 Ver archivo 37Pruebas del expediente digital. 



autoevaluación y aplicación de las encuestas”, se desprende que la entidad no 

ha acatado lo ordenado en la citada audiencia inicial. 
 

En tal virtud de lo anterior, por Secretaría del Despacho se: 
 

RESUELVE 
 

PRIMERO: REQUERIR POR ÚLTIMA VEZ a los APODERADOS JUDICIALES del 
INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN -ICFES-, el 
MINISTERIO DE EDUCACIÓN y la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, para que dé 
cumplimiento a lo ordenado en el numeral 7.1.1, 7.1.2, 7.1.3 Y 7.3.1 de la audiencia inicial 
de 11 de mayo y el literal PRUEBA DOCUMENTAL de la audiencia de pruebas de 12 de 
octubre de 2022. TÉRMINO IMPRORROGABLE de diez (10) días contados a partir 

contados a partir del día siguiente a la notificación del presente auto.  
 
SEGUNDO: Allegada la prueba documental solicitada INGRESAR el expediente 

de inmediato al Despacho, para lo que corresponda. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE5. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
5 Demandante: contacto@abogadosomm.com /  
Demandada Instituto Colombiano para la Evaluación de la Educación ICFES: jcasas@icfes.gov.co  
Demandada Secretaría de Educación Distrital: notificacionesjcr@gmail.com /sandrarubio1991@gmail.com  
Demandada Ministerio de Educación:  notificacionesmen.teorema@gmail.com  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

 

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de Control  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicación:   11001 33 35 027 2021 00122 00 

Demandante:  Adriana Guevara Hernández 
Demandado:  Ministerio de Trabajo 

Controversia: Reconocimiento de salarios, prestaciones sociales, 
estabilidad laboral reforzada  

Asunto:  Resuelve Litis Consorcio Necesario   

 
 

Mediante auto previo de 28 de octubre de 20221 se ordenó para que la ARL Positiva 
allegara lo siguiente: “Antecedentes administrativos de la pensión y si existen 

resoluciones o decisiones respecto de la calificación definitiva o padecimientos de 
la Señora Adriana Guevara Hernández identificada con la cédula de ciudadanía 

número 51.975.217 de Bogotá. - Certificación de prestación de servicios en su 
calidad de ARL POSITIVA a Adriana Guevara Hernández identificada con la cédula 

de ciudadanía número 51.975.217 de Bogotá. - Si existiere calificación de 
enfermedad certifíquese la fecha en la cual se realizó a la Señora Adriana Guevara 

Hernández, la valoración y/o dictamen médico”. Positiva Compañía de Seguros 
dando respuesta al requerimiento el 16 de noviembre de 20222. 

 
El artículo 224 de la Ley 1437 de 2011, regula la figura de la coadyuvancia, el 

litisconsorcio facultativo y la intervención ad excludendum en los procesos 
ordinarios adelantados ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, en los 

siguientes términos:  
 

“ARTÍCULO 224. COADYUVANCIA, LITISCONSORTE FACULTATIVO E 

INTERVENCIÓN AD EXCLUDENDUM EN LOS PROCESOS QUE SE 
TRAMITAN CON OCASIÓN DE PRETENSIONES DE NULIDAD Y 

RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, CONTRACTUALES Y DE 

REPARACIÓN DIRECTA. Desde la admisión de la demanda y hasta antes de 
que se profiera el auto que fija fecha para la realización de la audiencia inicial, 

en los procesos con ocasión de pretensiones de nulidad y restablecimiento del 
derecho, contractuales y de reparación directa, cualquier persona que tenga 

interés directo, podrá pedir que se la tenga como coadyuvancia o impugnadora, 

litisconsorte o como interviniente ad excludendum. 

El coadyuvante podrá efectuar los actos procesales permitidos a la parte que 

ayuda, en cuanto no estén en oposición con los de esta y no impliquen 

disposición del derecho en litigio.  

En los litisconsorcios facultativos y en las intervenciones ad excludendum es 

requisito que no hubiere operado la caducidad. Igualmente, se requiere que la 
formulación de las pretensiones en demanda independiente hubiera dado lugar 

a la acumulación de procesos.  

De la demanda del litisconsorte facultativo y el interviniente ad excludendum, 
se dará traslado al demandado por el término establecido en el artículo 172 de 

este Código.” 

 
1 Ver archivo 33AutoPrevioResolver del expediente digital. 
2 Ver archivo 37RespuestaPositivaSeguros del expediente digital. 



 
 
 
 

 

 

De otro lado, en cuanto al trámite y alcance del artículo 61 del Código General del 
Proceso aplicables por remisión expresa del artículo 227 del CPACA modificado por 

el artículo 85 de la Ley 2080 de 2021 señalan:  
 

“ARTÍCULO 61. LITISCONSORCIO NECESARIO E INTEGRACIÓN DEL 

CONTRADICTORIO. Cuando el proceso verse sobre relaciones o actos 

jurídicos respecto de los cuales, por su naturaleza o por disposición legal, haya 
de resolverse de manera uniforme y no sea posible decidir de mérito sin la 

comparecencia de las personas que sean sujetos de tales relaciones o que 
intervinieron en dichos actos, la demanda deberá formularse por todas o 

dirigirse contra todas; si no se hiciere así, el juez, en el auto que admite la 

demanda, ordenará notificar y dar traslado de esta a quienes falten para 
integrar el contradictorio, en la forma y con el término de comparecencia 

dispuestos para el demandado. 

En caso de no haberse ordenado el traslado al admitirse la demanda, el juez 

dispondrá la citación de las mencionadas personas, de oficio o a petición de 

parte, mientras no se haya dictado sentencia de primera instancia, y concederá 
a los citados el mismo término para que comparezcan. El proceso se 

suspenderá durante dicho término. 

Si alguno de los convocados solicita pruebas en el escrito de intervención, el 

juez resolverá sobre ellas y si las decreta fijará audiencia para practicarlas. 

Los recursos y en general las actuaciones de cada litisconsorte favorecerán a 
los demás. Sin embargo, los actos que impliquen disposición del derecho en 

litigio solo tendrán eficacia si emanan de todos. 

Cuando alguno de los litisconsortes necesarios del demandante no figure en la 
demanda, podrá pedirse su vinculación acompañando la prueba de dicho 

litisconsorcio.” 

 
El consejo de Estado, Sección Segunda, en sentencia de 03 de marzo de 20203, a 

su letra reza: 
 

  “(…) se hace imprescindible cuando del contenido de la actuación 

administrativa demandada, se advierte claramente que debe citarse de manera 

obligatoria a una persona más, a efecto de resolver de manera uniforme el 
litigio planteado, so pena que la omisión de la integración del litisconsorcio, 

conlleva una flagrante violación del derecho al debido proceso y 
desconocimiento de principios esenciales del ordenamiento constitucional, tales 

como, la justicia, la vigencia de un orden justo, y la eficiencia y la eficacia de 

las decisiones judiciales4”.  

 
De conformidad con la anterior normatividad y con fundamento jurisprudencial el 

Despacho dispondrá de la vinculación de la ARL Positiva Compañía de Seguros, 
como encargada de la administración de los riesgos laborales, asistencia por 

accidente de trabajo o enfermedad profesional, subsidio por incapacidad temporal, 
indemnización por incapacidad permanente, pensión por invalidez, entre otras, y 
como quiera que si bien esta entidad no intervino en la producción del acto 

administrativo respecto del cual se persigue su nulidad, del conjunto de 
pretensiones que se invocan en la demanda se involucran intereses de la entidad 

en las resultas del proceso.  
 

En consecuencia, RESUELVE: 
 

 
3 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, 

Consejero ponente: William Hernández Gómez, tres (03) de marzo de dos mil veinte (2020), Radicación 

número: 17001-23-33-000-2015-00295-01(2814-16) 
4 Nota interna. Sentencia t-056 de 6 de febrero de 1997.   



 
 
 
 

 

PRIMERO: Vincular como litisconsorte necesario a la ARL Positiva Compañía de 

Seguros, conforme a las razones que fueron expuestas en la parte motiva de la 
presente providencia. 

 
SEGUNDO: Notificar personalmente a la ARL Positiva Compañía de Seguros en 

los términos del artículo 199 del CPACA, modificado por el artículo 48 de la Ley 
2080 de 2021, este auto y hacer entrega de la demanda. 

 
TERCERO: CORRASE traslado a la ARL Positiva Compañía de Seguros, por el 
término de treinta (30) días, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 172 

de la Ley 1437 de 2011. 
 

CUARTO: Se Advertir a la parte vinculada, que la contestación o cualquier 
memorial con destino a este proceso, deberá remitirse en formato PDF por el canal 

digital correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes 
datos:  i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. Además de 

conformidad con lo establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General 
del Proceso, deberán enviar a los demás sujetos procesales a través de los medios 

electrónicos correspondientes copia de los memoriales o actuaciones que realicen, 
en el término legal establecido para ello. 

 
Vencido el término otorgado y en firme la providencia, ingrésese el expediente al 

Despacho, para lo pertinente. 
 

 
NOTIFÍQUESE5 y CÚMPLASE, 
 
 
 

     GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 

 

 

 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 

 

 
5Demandante: solanoysolanoabogados@gmail.com  
Demandada: notificacionesjudiciales@mintrabajo.gov.co / notificacionesjudiciales@mintrabajo.gov.co / 
wsaleme@mintrabajo.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

  

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 35 027 2022 00315 00 
Demandante: Judith del Rosario Feria Diaz   

Demandado:  Servicio Nacional de Aprendizaje-SENA- y la Comisión 
Nacional de Servicio Civil -CNSC- 

Controversia: Nulidad de la conformación de la lista de elegibles de 
la convocatoria 436 de 2017 - 

Asunto:     Resuelve Medida Cautelar. 
 

Teniendo en cuenta el informe de secretaría que antecede1 procede este 
Despacho a resolver la solicitud de la medida cautelar presentada por la parte 

demandante, previas las siguientes consideraciones: 
 

I. ANTECEDENTES 
 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, la 
señora JUDITH DEL ROSARIO FERIA DÍAZ demanda al SERVICO NACIONAL DE 

APRENDIZAJE-SENA y a la COMISIÓN NACIOBAL DEL SERVICIO CIVIL, bajo las 
siguientes pretensiones: 
 

1. Que se declare la nulidad de los actos administrativo de 30 de agosto con 
radicado 01-9-2021-067752 y de 06 de septiembre mediante número 

20211021170321, ambos de 2021, por los cuales se negó el 
nombramiento y posesión del cargo de “Instructor Grado 1” para el cual 

concursó y figura en lista de elegibles. 
 

2. A título de restablecimiento del derecho: Pidió que las demandas dejen 
sin efectos algunos actos administrativos relativos y proceder al 

nombramiento en período de prueba a través de acto administrativo en 
uno de los cargos declarados desiertos o no ofertados que presenten 

similitud funcional o sean equivalentes al cargo al cual se presentó mi 
apoderada en la Convocatoria 436 de 2017. 

 
1 Ver archivo 25InformeSecretarial del expediente digital. 



 

3. Como consecuencia de lo anterior, se condene a las entidades 

demandadas al pago de los salarios y prestaciones dejadas de percibir 
desde el momento en que debió ser nombrada y hasta que persista la 

desvinculación, de acuerdo con lo establecido en los artículos 192 y 195 
de la Ley 1437 de 2011, asimismo el reconocimiento de lo interés a que 
haya lugar y se condenada en costas. 

 

 
II. MEDIDA CAUTELAR SOLICITADA 

 
La parte actora solicitó como medida cautelar, de suspensión provisional (i) del 

Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de julio de 2017, a través del cual se 
convocó a proceso de selección - Convocatoria 436 de 2017 - para proveer 

definitivamente por concurso abierto de méritos, los empleos vacantes 
pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa del Servicio 
Nacional de Aprendizaje – SENA igualmente, (ii) los efectos de los actos 

administrativos acusados y se ordene a) no efectuar nombramientos en 
provisionalidad o en cargo en todo empleo denominado OPEC No. 59762 como 

instructor, código 3010 y b) que el SENA realice el nombramiento en período de 
prueba o provisionalidad o temporal a la demandante antes del vencimiento de 

la lista de elegible ya que la entidad cuenta con la existencia de los cargos y la 
lista de elegibles.  

 
III. TRAMITE IMPARTIDO  

 
Mediante auto de cuatro (04) de noviembre de 20222, se corrió traslado de la 

medida cautelar solicitada, conforme a lo dispuesto en el artículo 233 de la Ley 
1437 de 2011. 

 
Dentro del término de traslado concedido las entidades se pronunciaron así:   

 
- Servicio Nacional de Aprendizaje SENA se opuso a la prosperidad de la 

medida cautelar por considerar que el acto administrativo no se ajusta a las 
exigencias de lo normado en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011.  
 

Precisó que, la Convocatoria 436 de 2017, se realizó mediante el Acuerdo No. 
20171000000116 de 24 de julio de 2017 para proveer definitivamente los 

empleos vacantes del personal perteneciente al sistema general de carrera 
administrativa del SENA, donde todos los interesados a participar, tienen que 

cumplir con los requisitos de los empleos reportados, podían comprar los 
derechos de participar y posteriormente inscribirse a través del aplicativo SIMO, 

dispuesto por la Entidad en mención. 
 

 
2 Ver archivo 12AutoCorreTrasladoMedidaCautelar del expediente digital. 



Indica que, el artículo 4 de la citada convocatoria indicó las fases del proceso 

que son: “1. Convocatoria y divulgación, 2. Inscripciones, 3. Verificación de 

requisitos mínimos, 4. Aplicación de pruebas, 4.1. Pruebas sobre competencias 
básicas y funcionales 4.2 Pruebas sobre competencias comportamentales; 4.3 

Valoración de antecedente; 4.4 Prueba técnico -pedagógica para cargos de 
Técnico; 5. Conformación de lista de elegibles; 6. Periodo de prueba” al mismo 

tiempo el numeral 4 del artículo 9 de la convocatoria 436 de 2017, señalo que, 
todo participarte debe aceptar las totalidad de las reglas establecidas en la 

convocatoria, adicionalmente solamente se puede inscribir a un (01) empleo 
público, determinado en cada OPEC de la convocatoria y por medio de la 

Resolución No CNSC -2018-2120188145 del 24 de diciembre de 2018 se 
conformó la lista de elegibles para proveer una (01) vacantes del empleo de 

carrera  administrativa identificado con el código 3010 OPEC No. 59762,  
designado de Instructor Grado 1, ubicado en la Regional Guajira. 

 
Señaló que, la Ley 909 de 2004, establece que la lista de elegibles tendría una 

vigencia de dos (2) años, contados a partir de la fecha de su firmeza, como lo 
dejaron normado en el artículo 58 el Acuerdo No 20171000000116 de 2017, en 

concordancia con lo estipulado por el numeral 4 del artículo 31 del reseñado 
precepto normativo, por lo que en el evento en que las personas que ocuparon 
los primeros lugares, no superaren el periodo de prueba o renuncien, se 

nombrará en los cargos el elegible en estricto orden de mérito de manera 
descendente. 

 
Aseguró que, la demandante no acredito ninguna de las situaciones reseñadas 

en la amplia jurisprudencia del Consejo de Estado y la Corte Constitucional para 
que le sean otorgada la medida cautelar deprecada, sino no se evidencia un 

perjuicio irremediable o que mediante la ponderación de intereses, resulte más 
gravoso para el interés general otorgar la medida o un efecto nugatorio de la 

sentencia que se profiera en relación con el asunto, es cierto que hace mención 
y aporta algunas pruebas, pero no son suficientes, para demostrar el perjuicio 

irremediable. 
    

Arguye que, la demandante solicita la suspensión provisional del Acuerdo 
201700000116 del 24 de julio de 2017, expedido por la CNSC, sin 

argumentación alguna de las normas que vulneran el ordenamiento legal del 
acto, ni aporta ninguna pruebas que demuestres tan vulneración, de igual 

manera no tiene claro que el acto administrativo que solicita la suspensión 
provisional es la base del concurso lo cual regulo el nombramiento y posesión 
de más de 3000 empleados público en el SENA, cuyas listas elegibles no se 

encuentran vigentes. 
 

- Comisión Nacional del Servicio Civil3, estima que los argumentos de la 
actora no llevan a instituir una manifestación y evidente infracción de las normas 

que aduce ser vulneradas, siendo necesario el estudio de fondo, también contar 

 
3 Ver archivo 22respuestaMedidaCNSC de expediente digital. 



con el material probatorio y la norma aplicable al asunto en concreto, no existe 

fundamento que permita decretar la suspensión provisional de solicitada. 
 

Sostuvo que, la solicitud de suspensión provisional es improcedente en la medida 
que no se conforman los presupuestos legales señalados en los artículos 229 y 

231 de la Ley 1437 de 2011, al no sustentar ni siquiera de manera suscítala 
necesidad de su pretensión. 

 
Planteó que, en la Convocatoria No. 436 de 2017 - SENA se ofertó una (01) 

vacante(s) para proveer el empleo identificado con OPEC 59762, llamado 
Instructor, Código 3010, Grado 1, correspondiente al Área temática de Gestión 

Administrativa, y una vez agotadas las etapas del concurso mediante Resolución 
No. CNSC – 20182120188145 del 24 de diciembre de 2018, se conformó lista 

de elegibles para el empleo ya citado, donde parte demandante ocupó la posición 
2, la lista de elegibles no le permite ocupar la posición meritoria respecto del 

numero de vacantes ofertados ostentando frente a la misma una mera 
expectativa hasta que dura la vigencia de la lista que se genera la vacante, 
advirtiendo que la lista de elegibles venció desde el 14 de enero de 2021, el uso 

de las listas de elegibles, debe darse en curso de su vigencia.   
 

 
Adujó que, no se presenta irregularidad en la convocatoria 436 de 2017 - SENA, 

regulada por el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de julio de 2017 que 
amerite decretar la medida, pero si se pueden ver afectados los derechos de los 

aspirantes que incluso ya superaron la etapa de verificación de requisitos 
mínimos del Proceso de Selección No. 1545 de 2020 - Entidades del Orden 

Nacional 2020-2, especialmente el principio de mérito, confianza legítima y 
acceso a cargos públicos, siendo que participaron en una convocatoria 

legalmente constituida. 
 

Refirió que, de acuerdo con los preceptos Constitucionales y legales apropia que 
la CNSC no halla la relación de la coadministración de plantas de personal, por 

ende, no es competente para expresar decisión en relación a nombramientos en 
provisionalidad o en encargo, porque ello recae de manera preferente en las 

unidades de personal de cada entidad pública. En consecuencia, el Servicio 
Nacional de Aprendizaje –SENA allegaron los actos administrativos en el periodo 
de prueba con sus correspondientes actas de posesión de todos los elegibles que 

ocuparon la posición meritoria de la ya mencionada convocatoria, de ahí que, 
los empleos ofertados fueron previstos con los meritorios de cada una de la 

OPEC. 
 

Añadió que, la vigencia de la lista de elegibles conformada a través de la 
Resolución No. CNSC – 20182120188145 del 24 de diciembre de 2018, al tenor 

del numeral 4 del Artículo 31 de la Ley 909 de 2004, que reza así: “Con los 

resultados de las pruebas la Comisión Nacional del Servicio Civil o la entidad contratada, 

por delegación de aquella, elaborará en estricto orden de mérito la lista de elegibles que 
tendrá una vigencia de dos (2) años. Con esta y en estricto orden de mérito se cubrirán 

las vacantes para las cuales se efectuó el concurso y las vacantes definitivas de cargos 
equivalentes no convocados, que surjan con posterioridad a la convocatoria del concurso 



en la misma Entidad”. También, la Resolución No. CNSC - 20182120188145 del 

24 de diciembre de 2018, ya no tiene fuerza ejecutoria toda vez que perdió 
vigencia el 14 de enero de 2021, de acuerdo con lo señalado en el artículo 91 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 
 

 
CONSIDERACIONES 

 

La suspensión provisional de los actos administrativos tiene fundamento 

constitucional (artículo 238 de la Constitución Política), el cual consagra que, la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, 

por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos 

administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial. 

Es así que, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, dispone en sus artículos 229, 230 y 231, lo siguiente: 

 

Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se 
adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en 

cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o 

Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere 

necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad 

de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
 

(…). 
 

Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas cautelares podrán 

ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y 
necesaria con las pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 

podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 
 

1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se encontraba 

antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere posible. 

 

2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter contractual. A 
esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de 

conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere 

posible el Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba 
observar la parte demandada para que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la 

cual recaiga la medida. 
 

3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 

 
(…). 

 

“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad 

de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de 

las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 

cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 



superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 

Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 

 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 

requisitos: 

 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de 

los derechos invocados. 

 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 

justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 
resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla. 

 

4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la 

sentencia serían nugatorio. (Negrillas del Despacho). 

 

Al respecto, el H. Consejo de Estado4 en diferentes pronunciamientos ha 

explicado que, “La medida cautelar negativa de suspensión provisional de los efectos de 

un acto administrativo procederá siempre y cuando pueda comprobarse la vulneración de 

las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud de la medida, la cual puede 

surgir: i) de la confrontación del acto administrativo demandado con las normas superiores 

señaladas como violadas y/o en las que el acto debía fundarse, o, ii) del estudio de las 

pruebas allegadas con la solicitud”. 

 
En esta misma decisión la referida Corporación explicó que, para decretar 

medidas cautelares es necesario que confluyan los criterios de apariencia de 
buen derecho y perjuicio de la mora, la primera hace referencia a que se pueda 

verificar que quien solicita medida cautelar goce de probabilidad razonable de 
que prospere la causa, para que no se decreten medidas injustas o sin 

fundamento legal suficiente y la segunda (el perjuicio de la mora) busca que, 
con el decreto de la medida se garantice la efectividad de la decisión de fondo, 

en consideración a que el paso del tiempo puede hacer nugatorio el cumplimiento 
de la sentencia.  
 

Entonces, de la norma y la jurisprudencia trascrita se puede concluir que la 
suspensión provisional del acto administrativo procede por violación de las 

normas invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 
separado, cuando esta surja de la simple confrontación entre el acto demandado 

con las normas superiores invocadas como violadas o de las pruebas aportadas 

 
4 Providencia proferida el 19 de junio de 2018, con ponencia de la consejera Sandra Lisset Ibarra Vélez, dentro del proceso 
11001032500020160008100.  



con la solicitud; y además, en el evento que también se pretenda el 

restablecimiento de un derecho y la indemnización de perjuicios deberá 
aportarse prueba sumaria de los mismos. 
 

Caso concreto: 

 
En el presente caso, como medida cautelar, se solicita la suspensión provisional 

el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de julio de 2017, a través del cual se 
convocó a proceso de selección - Convocatoria 436 de 2017 - para proveer 

definitivamente por concurso abierto de méritos, los empleos vacantes 
pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa del Servicio 

Nacional de Aprendizaje – SENA igualmente, los efectos de los actos 
administrativos acusados y se ordene a) no efectuar nombramientos en 

provisionalidad o en cargo en todo empleo denominado OPEC No. 59762 como 
instructor, código 3010 y b) que el SENA realice el nombramiento en periodo de 

prueba o provisionalidad o temporal a la demandante antes del vencimiento de 
la lista de elegible ya que la entidad cuenta con la existencia de los cargos y la 

lista de elegibles. 
 

Ahora bien, para este Despacho, de la simple confrontación de los actos 
acusados con las normas invocadas como transgredidas y el material probatorio 

allegado al expediente, no es posible determinar la violación de las mismas, para 
ello, se requiere del análisis probatorio e interpretativo, propio de una sentencia 
de mérito, con el fin de determinar la procedencia de la suspensión y anulación 

de los actos administrativos por medio de los cuales no se nombró en el cargo 
de instructor Código 3010, Grado 1, correspondiente al Área temática de Gestión 

Administrativa, a la demandante. 
 

Si bien es cierto, la parte actora acude a la suspensión provisional de los actos 
administrativos contenidos en el Acuerdo No. 20171000000116 del 24 de julio 

de 2017 y en las respuestas el 30 de agosto del 2021 con radicado número 
radicado 01-9-2021-067752 y la de 6 de septiembre del 2021 mediante radicado 

número 20211021170321, emitidas por el Servicio Nacional de Aprendizaje – 
SENA y la Comisión Nacional del Servicio Civil – CNSC, respectivamente, en 

obtener el nombramiento de la lista de elegibles dentro de la convocatoria 436 
de 2017 - para proveer definitivamente por concurso abierto de méritos, los 

empleos vacantes pertenecientes al Sistema General de Carrera Administrativa 
del Servicio Nacional de Aprendizaje - SENA. Proceso de Selección No. 1545 de 

2020 - Entidades del Orden Nacional 2020-2, argumentando el cese del 
detrimento patrimonial que las demandadas generan sobre dineros públicos por 

su injustificado comportamiento al negarse a realizar el nombramiento que la 
Ley les impone, lo cierto es que dicha argumentación es insuficiente para impedir 
la eficacia del acto enjuiciado, por lo menos en este estadio del proceso. 

 
 

Ahora bien, se concluye que analizados los presupuestos facticos y jurídicos que 
se esbozan en la solicitud de suspensión provisional, no se encuentra cumplida 

la condición que el legislador prevé a efecto de lograr la suspensión del acto 



administrativo atacado a través del presente medio control, con los 

presupuestos legales y las normas superiores que se consideran violadas en 
efecto, es del caso puntualizar que del examen realizado a la solicitud y a las 

pruebas aportadas con la misma, no ofrece el marco normativo ni la 
argumentación necesaria para efectuar la confrontación que se requiere, prima 

facie, su ilegalidad, así como tampoco se logró acreditar uno de los requisitos 
establecidos en el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, para su procedencia, 

esto es, un perjuicio irremediable, por lo cual no resulta procedente adoptar en 
esta etapa procesal la petición elevada de suspensión provisional por la parte 

demandante. 
 

Entonces, como quiera que, la finalidad de la medida cautelar es evitar que los 
efectos de un acto administrativo causen un perjuicio de tal magnitud que, 

mientras se resuelve acerca de su legalidad, resulte menos gravosa su 
suspensión que su ejecución lo cual no se avizora, por las razones expuestas se 

procederá a negar el decreto de la medida cautelar solicitada. 
 
 

En consecuencia, RESUELVE 
 

NEGAR la solicitud de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 
por las razones expuestas en la parte motiva.  

 
 

NOTIFÍQUESE5 Y CÚMPLASE. 
 

 
  

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
 
 

AA 

 

 

 

 

 

 
5 Demandante: judithdiosa@hotmail.com / higuita224@yahoo.es 

Demandada Servicio Nacional de Aprendizaje SENA: enalbarosado@hotmail.com/ erosadob@sena.edu.co/ 
judicialguajira@sena.edu.co / ltromp@sena.edu.co  

Demandada Comisión Nacional del Servicio Civil: notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co/ dsilva@cnsc.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 048 2021 00291 00 
Demandante: Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y 

Contribuciones Parafiscales de la Protección 
Demandado:  Néstor Jhon Ávila Vega  

Controversia:  Reconocimiento de la pensión gracia 
Asunto:     Admite demanda 
 

Teniendo en cuenta el informe de secretaría que antecede1 procede este 
Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda. 

 
Por reunir los requisitos establecido en los artículos 162 y siguientes del Código 

de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 
SE ADMITE la demanda de la referencia y, en consecuencia, se dispone: 

  
1.º Notifíquese por estado esta providencia a la parte actora de conformidad a 
lo dispuesto en el Artículo 201 del C.P.A.C.A  

 
2.º Notifíquese personalmente esta providencia y córrase traslado de la 

demanda al señor Néstor Jhon Ávila Vega, de conformidad con el artículo 199 
de C.P.A.C.A, adjuntando copia de la demanda y de la presente providencia. 

 
3.º Teniendo en cuenta que el apoderado de la parte actora dio cumplimiento 

a lo ordenado en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 que 
adicionó el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, por Secretaría notifíquese 

personalmente de la admisión de la demanda, de conformidad con lo dispuesto 
en el artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P., al 

Néstor Jhon Ávila Vega. 
 

4.º Córrase traslado por el término de 30 días para los efectos previstos en el 
Artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr a partir del día siguiente, 

de los dos (2) días hábiles después del envío del mensaje de datos a los 
correspondientes buzones electrónicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 

 
1 Ver archivo 19InformeSecretaria del expediente digital. 



172 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 48 de la Ley 2080 

de 2021 que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 

5.º Adviértase a la parte demandada que de conformidad con el Artículo 175 
parágrafo primero del C.P.A.C.A., modificado por los artículos 37 y 38 de la Ley 

2080 de 2021, dentro del término de la contestación de la demanda deberá 
allegar la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que pretenda 

hacer valer en el proceso, así como los antecedentes administrativos que dieron 
origen al acto acusado, Señálese que la inobservancia de estos deberes 

constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto, en 
los términos del inciso 3 del parágrafo primero del precitado artículo. 

 
6.º La parte demandada deberá aportar con la contestación de la demanda todas 

las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 
administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del 

traslado de las excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 2080 de 2021 que reformó la Ley 1437 de 2011. 
 

7.° Prevéngase a la demandada que de la contestación de la demanda deberá 
remitirse en formato PDF por el canal digital 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes datos:  
i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. De la contestación 

de la demanda deberá remitirse copia a los demás sujetos procesales, por lo que 
el término de tres (3) días de traslado de las excepciones que se llegaren a 

formular, se entenderá surtido dos (2) días hábiles después de efectuarse del 
respectivo mensaje de datos al canal digital informado por el demandante, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó el 
artículo 201 a Ley 1437 de 2011. 

 
8.º Se reconoce personería al Dr. CRISTIAN FELIPE MUÑOZ OSPINA, identificado 

con la cédula de ciudadanía número 75.096.530 de Manizales (Caldas) y Tarjeta 
Profesional N° 131.246 expedida por el C.S.J como apoderado de la parte actora 

en los términos y con las facultades del poder conferido mediante escritura 
pública No. 139 del 18 de enero de 2022, suscrita en la Notaria 73 del Círculo 

de Bogotá, así mismo se le Acepta la renuncia presentada al mismo ya 
relacionado anteriormente (Ver archivo 21MemorialRenunciaPoder del 
expediente digital). 

 
9.° Se reconoce personería a la Dra. LUCÍA ARBELÁEZ DE TOBÓN, identificada 

con la cédula de ciudadanía número 32.412.769 de Medellín y Tarjeta Profesional 
N° 10.254 expedida por el C.S.J como apoderada de la parte demandante en los 

términos y con las facultades del poder conferido a través de la escritura pública 
No. 168 de 5 de marzo de 2019, suscrita en la Notaria 31 del Círculo de Bogotá 

(Ver archivo 23PoderGeneral del expediente digital). 
 

 
 



NOTIFIQUESE2 Y CUMPLASE, 

 

 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
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Demandado: nave462@gmail.com  

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Por anotación en estado electrónico No. 002 de fecha 

14/02/2023 fue notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 

AM.  
 

              11001 33 42 048 2021 00291 00 



Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante

Juez

Juzgado Administrativo

067

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: ac52575810ac096896ffc1b4b3d31e717184b976dfd901b32f74fe167e552e9f

Documento generado en 13/02/2023 05:07:31 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   1100133420 48 2022 0001800 
Demandante: Administradora Colombiana de Pensiones - 

Colpensiones 
Demandado:  Consorcio Exequial S A S  

Controversia:  Reconocimiento de auxilio funerario 
Asunto:     Admite demanda 
 

 
Teniendo en cuenta el informe de secretaría que antecede1 procede este 

Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda. 
 

Por reunir los requisitos establecido en los artículos 162 y siguientes del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (CPACA), 

SE ADMITE la demanda de la referencia y, en consecuencia, se dispone: 
  

1.º Notifíquese por estado esta providencia a la parte actora de conformidad a 
lo dispuesto en el Artículo 201 del C.P.A.C.A  

 
2.º Notifíquese personalmente esta providencia y córrase traslado de la 

demanda Consorcio Exequial S.A.S., de conformidad con el artículo 199 de 
C.P.A.C.A, adjuntando copia de la demanda y de la presente providencia. 

 
3.º Teniendo en cuenta que la apoderada de la parte actora dio cumplimiento a 

lo ordenado en el numeral 8 del artículo 35 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó 
el artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, por Secretaría notifíquese personalmente 
de la admisión de la demanda, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 

199 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 612 del C.G.P., al Consorcio 
Exequial S.A.S. 

 
4.º Córrase traslado por el término de 30 días para los efectos previstos en el 

Artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr a partir del día siguiente, 
de los dos (2) días hábiles después del envío del mensaje de datos a los 

correspondientes buzones electrónicos, conforme a lo dispuesto en el artículo 

 
1 Ver archivo 31InformeSecretarial del expediente digital. 



172 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 48 de la Ley 2080 

de 2021 que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 

5.º Adviértase a la parte demandada que de conformidad con el Artículo 175 
parágrafo primero del C.P.A.C.A., modificado por los artículos 37 y 38 de la Ley 

2080 de 2021, dentro del término de la contestación de la demanda deberá 
allegar la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que pretenda 

hacer valer en el proceso, así como los antecedentes administrativos que dieron 
origen al acto acusado, Señálese que la inobservancia de estos deberes 

constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto, en 
los términos del inciso 3 del parágrafo primero del precitado artículo. 

 
6.º La parte demandada deberá aportar con la contestación de la demanda todas 

las pruebas que tenga en su poder, el expediente y los antecedentes 
administrativos del acto demandado, así mismo deberá allegar constancia del 

traslado de las excepciones a la parte demandante, conforme a lo dispuesto en 
la Ley 2080 de 2021 que reformó la Ley 1437 de 2011. 
 

7.° Prevéngase a la demandada que de la contestación de la demanda deberá 
remitirse en formato PDF por el canal digital 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes datos:  
i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. De la contestación 

de la demanda deberá remitirse copia a los demás sujetos procesales, por lo que 
el término de tres (3) días de traslado de las excepciones que se llegaren a 

formular, se entenderá surtido dos (2) días hábiles después de efectuarse del 
respectivo mensaje de datos al canal digital informado por el demandante, de 

acuerdo con lo previsto en el artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó el 
artículo 201 a Ley 1437 de 2011. 

 
8.º Se reconoce personería a la Dra. ANGELICA MARGOTH COHEN MENDOZA, 

identificada con la cédula de ciudadanía número 32.709.957 de Barranquilla 
(Atlántico) y Tarjeta Profesional No. 102.786 expedida por el C.S.J como 

apoderado de la parte actora en los términos y con las facultades del poder 
conferido mediante escritura pública No. 0395 de 12 de febrero de 2020, suscrita 

en la Notaria 11 del Círculo de Bogotá (Ver archivo 03Demanda folios 17 al 32 
del expediente digital). 
 

 

NOTIFIQUESE2 Y CUMPLASE, 
 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 
2 Correos electrónicos  

Demandante: notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co /paniaguacohenabogadossas@gmail.com 

Demandada: aparis@capillasdelafe.com 



AA 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 055 2019 00443 00 

Demandante:  COLPENSIONES  

Demandado:  Doris Priscila Escobar Barón   

Controversia:  Lesividad-Reconocimiento de Pensión de Vejez  

Asunto:     Resuelve el Amparo de Pobreza 

   

Teniendo en cuenta el informe de secretaría que antecede1 procede este 

Despacho a resolver el amparo de pobreza. 

 

La parte pasiva de manera simultánea a la radicación de la contestación de la 

demanda y en escrito separado, presentó solicitud del beneficio de AMPARO DE 

POBREZA2, manifestando bajo la gravedad de juramento que no se encuentra 

en capacidad de atender los gastos económicos que surjan de proceso. 

 

A través de auto de 20 de septiembre de 20223, este despacho, previo a decidir 

la solicitud de amparo de pobreza requirió a la demandada para que indicara 

cuáles son los gastos económicos del proceso que necesita que le sean cubiertos 

con el beneficio, sin que a la fecha se haya dado respuesta al requerimiento 

efectuado, para lo cual el Despacho tiene en cuenta las siguientes:  

 

CONSIDERACIONES 

 

El amparo de pobreza como institución procesal está regulada en los artículos 

151 a 158 del Código General del Proceso y dispone lo siguiente: 

 

 
1 Ver archivo 043InformeSecretaria del expediente digital. 
2 Ver archivo 023Memorial de expediente digital  
3 Ver archivo 036AutoRequiere del expediente digital.  



“Artículo 151. Procedencia. Se concederá el amparo de pobreza a 

la persona que no se halle en capacidad de atender los gastos del 

proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y 

la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando 

pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso.” 

 

El objeto de esta institución es garantizar la igualdad real de las partes en el 

curso de un proceso judicial con el fin de que la persona susceptible de este 

beneficio pueda acceder a la administración de justicia en ejercicio del derecho 

fundamental consagrado en el artículo 229 de la Constitución Política 

 

De una parte, el amparo de pobreza puede realizarse a petición de parte y antes 

de la presentación de la demanda, simultáneamente con ésta, o con 

posterioridad durante el curso del proceso, de conformidad con el artículo 152 

del Código General de Proceso. 

 

De otra parte, para que el Juez pueda conceder este beneficio resulta suficiente 

afirmar bajo la gravedad de juramento las condiciones del artículo 151 ibídem, 

es decir, afirmar que se está en condiciones de penuria económica que 

imposibilitan sufragar gastos requeridos dentro de un proceso judicial, sin que 

para el efecto se requiera de un trámite especial o práctica de pruebas para una 

decisión favorable. 

 

Concedido el beneficio a la parte que naturalmente lo necesite, el amparado 

queda exonerado de prestar cauciones, del pago de los gastos del proceso, 

expensas, honorarios de auxiliares de la justicia u otros gastos ordenados por la 

Ley para el desarrollo y culminación de un proceso, sin condena en costas. 

 

Desde luego, el beneficio del amparo podrá terminar a solicitud de parte y en 

cualquier estado del proceso si se allega prueba suficiente que demuestre que 

ha cesado la causa que dio lugar a su concesión y se procederá de acuerdo con 

lo dispuesto en el artículo 158 del Código General de Proceso. 

 

Así también, la Honorable Corte Constitucional a través de la sentencia T-114 de 

2007, Magistrado Ponente Dr. Nilson Pinilla Pinilla, señaló las situaciones que 

sustancialmente no harían diferente la situación del solicitante del amparo 

dentro de una nulidad y restablecimiento de carácter laboral, así: 

 

“Examinados detenidamente los beneficios que en un caso como el aquí 

planteado podría traer consigo la concesión del amparo de pobreza a la 

parte actora, observa la Corte que la situación no sería sustancialmente 

diferente a la que tendría lugar en caso de no contarse con este 

beneficio. Ello por cuanto, en una acción de nulidad y restablecimiento 



del derecho de carácter laboral: i) no es necesario prestar caución como 

requisito de admisibilidad de la demanda; ii) no es usual que durante el 

desarrollo del proceso se requiera practicar pruebas que ameriten la 

intervención de auxiliares de la justicia, con el consiguiente pago de 

honorarios; iii) ni aún bajo el escenario de que la entidad demandada 

resultara enteramente absuelta sería obligatoria la condena en costas a 

la parte actora, requiriéndose en cambio que la conducta procesal de 

quien pierda pueda catalogarse como inapropiada; iv) sí se exige el 

depósito de una suma para atender los gastos ordinarios del proceso, la 

cual no suele resultar significativamente onerosa.” 

 

 

En el caso sub júdice, la demandada Doris Priscila Escobar Barón por conducto 

de apoderado judicial contesto demanda de nulidad y restablecimiento del 

derecho con el fin de mantener la reliquidación de la pensión de jubilación 

reconocida por la entidad demandante, lo cual advierte un asunto de carácter 

laboral de conocimiento de la sección segunda en la Jurisdicción Contenciosa 

Administrativa 

 

Siguiendo los parámetros establecidos por la H. Corte Constitucional en la 

sentencia T-114 de 2007, se examina que el medio de control de nulidad y 

restablecimiento denominado de pura legalidad no requiere de caución como 

condición de admisión, no es frecuente que en estos asuntos se acuda a 

auxiliares de la justicia que implique pago de honorarios, la condena en costas 

está sujeta a la conducta procesal que resulte de las partes y en este proceso 

no se designó valor por concepto de gastos procesales, el cual no se considera 

que se le afecte su mínimo vital, aunado a que se requirió a la parte demandada, 

para que informara sobre los gastos que desea le sean cubiertos con el beneficio, 

sin que a la fecha haya efectuado pronunciamiento alguno. 

 

De manera que el Despacho considera que no hay lugar a considerar un estado 

de pobreza absoluto para exonerase de asumir los gastos que deriven del medio 

judicial, por lo cual la solicitud será negada. 

 

En consecuencia, se resuelve: 

 
NEGAR amparo de pobreza solicitado por la demandada Doris Priscila Escobar 

Barón de acuerdo a lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE4. 

 
4 Demandante: paniaguabogota1@gmail.com / paniaguasupervisor1@gmail.com  



  
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Demandada: asesoriasiuridicasfb22@gmail.com  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación: 11001 33 35 009 2021 00239 00 

Demandante: RAÚL SILVA MARTA 

Demandado: NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL – DEAJ – SECCIONAL 

BOGOTÁ 

Controversia: Nivelación salarial 

Asunto: Avoca conocimiento 

   

En virtud del acuerdo PCSJA22-11975 del 28 de julio de 2022, el Consejo 

Superior de la Judicatura ordenó la creación del Juzgado Sesenta y Siete (67) 
Administrativo del Circuito de Bogotá, a fin de fortalecer la oferta judicial 
mediante la adecuada implementación del nuevo régimen de competencias y 

reformas aprobadas en la Ley 2080 de 2021. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-67 del 4 de agosto de 2022, se ordenó la 
redistribución de procesos de algunos juzgados para ser asignados al Juzgado 

recientemente creado. En consecuencia, el Juez Cincuenta y Cinco (55) 
Administrativo de Bogotá, dispuso que el expediente de la referencia cumplía a 

cabalidad los requisitos estipulados en el acuerdo en mención para ser 
reasignado al Juzgado Sesenta y Siete Administrativo de Bogotá.  

 
Una vez estudiado el expediente por este despacho, se ordenará avocar 

conocimiento del presente proceso y agotar las instancias necesarias para su 
culminación. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 
1 fabio.paz4@gmail.com , franza55@hotmail.com, sergioldl@hotmail.com, rauslsilva812@gmail.com, mariofernandosarria@gmail.com , 

dariofernandorincon@gmail.com, abolaboral@hotmail.com, deajnotif@deaj.ramajudicial.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación: 11001 33 35 021 2021 00077 00 

Demandante: JOHN ALEXANDER LÓPEZ ACUÑA 

Demandado: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL y 

SECRETARÍA DISTRITAL DE SEGURIDAD, CONVIVENCIA 

Y JUSTICIA. 

Controversia Reintegro 

Asunto: Avoca conocimiento 

   

En virtud del acuerdo PCSJA22-11975 del 28 de julio de 2022, el Consejo 
Superior de la Judicatura ordenó la creación del Juzgado Sesenta y Siete (67) 

Administrativo del Circuito de Bogotá, a fin de fortalecer la oferta judicial 
mediante la adecuada implementación del nuevo régimen de competencias y 

reformas aprobadas en la Ley 2080 de 2021. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-67 del 4 de agosto de 2022, se ordenó la 
redistribución de procesos de algunos juzgados para ser asignados al Juzgado 

recientemente creado. En consecuencia, el Juez Cincuenta y Cinco (55) 
Administrativo de Bogotá, dispuso que el expediente de la referencia cumplía a 

cabalidad los requisitos estipulados en el acuerdo en mención para ser 
reasignado al Juzgado Sesenta y Siete Administrativo de Bogotá.  

 
Una vez estudiado el expediente por este despacho, se ordenará avocar 

conocimiento del presente proceso y agotar las instancias necesarias para su 
culminación. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 
1 hector@carvajallondono.com,   notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co , notificaciones.judiciales@scj.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO - LESIVIDAD 

Radicación: 11001 33 35 021 2021 00303 00 
Demandante: NACIÓN – MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO 

SOSTENIBLE 
Demandado: ROSA IRMA BENITEZ RODRÍGUEZ 

Vinculado: UNIDAD DE GESTIÓN PENSIONAL Y PARAFISCALES - UGPP 
Controversia: Lesividad – reintegro mesadas pensión jubilación  

Asunto: Avoca conocimiento 
   

En virtud del acuerdo PCSJA22-11975 del 28 de julio de 2022, el Consejo 

Superior de la Judicatura ordenó la creación del Juzgado Sesenta y Siete (67) 
Administrativo del Circuito de Bogotá, a fin de fortalecer la oferta judicial 

mediante la adecuada implementación del nuevo régimen de competencias y 
reformas aprobadas en la Ley 2080 de 2021. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-67 del 4 de agosto de 2022, se ordenó la 

redistribución de procesos de algunos juzgados para ser asignados al Juzgado 
recientemente creado. En consecuencia, el Juez Cincuenta y Cinco (55) 

Administrativo de Bogotá, dispuso que el expediente de la referencia cumplía a 
cabalidad los requisitos estipulados en el acuerdo en mención para ser 
reasignado al Juzgado Sesenta y Siete Administrativo de Bogotá.  

 
Una vez estudiado el expediente por este despacho, se ordenará avocar 

conocimiento del presente proceso y agotar las instancias necesarias para su 
culminación. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 
1 silviacibanez@gmail.com  ; camacho@ugpp.gov.co , notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co , 

jjarevalo@minambiente.gov.co , wlozano@ugpp.gov.co procesosjudicales@minambiente.gov.co, 
silviacibanez@gmail.com  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicación: 11001 33 34 048 2020 00218 00 
Demandante: JOSÉ ALEJANDRO BAYONA DURÁN 

Demandado: SUBRED INTREGRADA DE SERVICIOS DE SALUD NORTE 
E.S.E 

Controversia: Contrato realidad  

Asunto: Requiere poder 
   

De manera previa a fijar fecha de audiencia inicial, se requiere por última vez a 
la parte demandada SUBRED INTREGRADA DE SERVICIOS DE SALUD NORTE 

E.S.E para que allegue el poder conferido a la Dra. NAYITH CAROLINA ARANGO 
CASTILLA, toda vez que se anunció en la contestación1 pero no obra éste ni sus 

soportes dentro del expediente digital.  
 
Por lo anterior, el Despacho le otorga el término de cinco (05) días para que dé 

cumplimiento a lo ordenado en auto del 27 de octubre de 20222, so pena de tener 
por no contestada la demanda. 

 
Vencido el término concedido, ingresar el expediente al Despacho. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE3. 
  

 
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 
1 Expediente digital. PDF No. 09 hojas 37 a 50 
2 Expediente digital. PDF No. 20 
3 notificacionesjudiciales@subrednorte.gov.co , notificaciones@misderechos.com.co ,  
nacarolinaarango@gmail.com ,  

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
   
Por anotación en estado electrónico No. 02 de fecha 

14/02/2033 fue notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 

AM.  
   

11001-33-34-048-2020-00218-00 



Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante

Juez

Juzgado Administrativo

067

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 0204fb7dc6f46e6ad9e9bbcfdaf142b36b0bd9c014ce64985713bdf8a5235c87

Documento generado en 13/02/2023 09:29:20 AM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación: 11001 33 42 055 2019 00442 00 

Demandante: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 

Demandado: MARÍA ELIZABETH ENCISO DÍAZ representante legal de la 

menor MCBE 

Controversia: Lesividad – reconocimiento sustitución pensional 

Asunto: Avoca conocimiento 

   

En virtud del acuerdo PCSJA22-11975 del 28 de julio de 2022, el Consejo 

Superior de la Judicatura ordenó la creación del Juzgado Sesenta y Siete (67) 
Administrativo del Circuito de Bogotá, a fin de fortalecer la oferta judicial 
mediante la adecuada implementación del nuevo régimen de competencias y 

reformas aprobadas en la Ley 2080 de 2021. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-67 del 4 de agosto de 2022, se ordenó la 
redistribución de procesos de algunos juzgados para ser asignados al Juzgado 

recientemente creado. En consecuencia, el Juez Cincuenta y Cinco (55) 
Administrativo de Bogotá, dispuso que el expediente de la referencia cumplía a 

cabalidad los requisitos estipulados en el acuerdo en mención para ser 
reasignado al Juzgado Sesenta y Siete Administrativo de Bogotá.  

 
Una vez estudiado el expediente por este despacho, se ordenará avocar 

conocimiento del presente proceso y agotar las instancias necesarias para su 
culminación. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 
1 paniaguabogotal@gmail.com , paniaguacohenabogadossas@gmail.com,  

notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co, mrojas@estudiolegal.com.co 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación: 11001 33 42 055 2020 00012 00 

Demandante: ADRIANA GUERRERO MORENO 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – 

FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO - FOMAG 

Controversia: Reconocimiento pensión jubilación 

Asunto: Avoca conocimiento 

   

En virtud del acuerdo PCSJA22-11975 del 28 de julio de 2022, el Consejo 

Superior de la Judicatura ordenó la creación del Juzgado Sesenta y Siete (67) 
Administrativo del Circuito de Bogotá, a fin de fortalecer la oferta judicial 
mediante la adecuada implementación del nuevo régimen de competencias y 

reformas aprobadas en la Ley 2080 de 2021. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-67 del 4 de agosto de 2022, se ordenó la 
redistribución de procesos de algunos juzgados para ser asignados al Juzgado 

recientemente creado. En consecuencia, el Juez Cincuenta y Cinco (55) 
Administrativo de Bogotá, dispuso que el expediente de la referencia cumplía a 

cabalidad los requisitos estipulados en el acuerdo en mención para ser 
reasignado al Juzgado Sesenta y Siete Administrativo de Bogotá.  

 
Una vez estudiado el expediente por este despacho, se ordenará avocar 

conocimiento del presente proceso y agotar las instancias necesarias para su 
culminación. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 
1 notificacionescundinamarcalqab@gmail.com ,  

t_amanrique@fiduprevisora.com.co ,  

procesosiudicalesfomag@fiduprevisora.com.co , procesosiudicialesfomag@fiduprevisora.com.co , 

notjudicial@fiduprevisora.com.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso CONCILIACIÓN PREJUDICIAL 

Radicación: 11001 33 42 067 2022 00099 00 

Demandante: CRISTIAN RICARDO VANEGAS NARANJO, FANY NARANJO 

BERMPUDEZ en nombre propio y en representación de 

WILLIAM DAVID VANEGAS NARANJO (beneficiarios) 

Demandado: NACIÓN – MINISTERIO DE EDUCACIÓN – FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO – DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA – 

SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DEPARTAMENTAL y 

FIDUPREVISORA S.A 

Controversia: Sanción moratoria cesantías 

Asunto: Avoca conocimiento 

   

 

Procede el Despacho a AVOCAR el conocimiento de la presente conciliación 
extrajudicial, por ser de competencia de este Juzgado. 

 
En firme el presente proveído, ingresar al Despacho para dar continuidad al 

trámite procesal.   
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 
1, procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co , notjudicial@fiduprevisora.com.co , 

proteccionjuridicadecolombia@gmail.com , t_gpgarcia@fiduprevisora.com.co , 

t_maaramirez@fiduprevisora.com.co , edubarrera_abogado@hotmail.com, 

notificaciones@cundinamarca.gov.co   
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023)   

  
Proceso            NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:      110013335 009 2018 00018 00 
Demandante:  Conjunto de derechos y obligaciones de la extinta Fundación 

San Juan de Dios y Hospitales San Juan de Dios e Instituto 
Materno Infantil en Liquidación. 

Demandado:    Nohemy Chacón 
 Vinculadas:     Ministerio de Hacienda y Crédito Público - Bogotá Distrito 

Capital - Beneficencia de Cundinamarca y Gobernación de 
Cundinamarca. 

Controversia:   Lesividad - Pensión de jubilación    
Asunto:         Resuelve excepciones previas   

 

Vencidos los términos señalados en los artículos 172, 175 y 199 de la Ley 1437 

de 2011, la demandada Nohemy Chacón, las entidades vinculadas, Ministerio 

de Hacienda y Crédito Público - Bogotá Distrito Capital - Beneficencia de 

Cundinamarca y Gobernación de Cundinamarca, cada una a través de sus 

apoderados judiciales a quienes se les reconocerá personería adjetiva, con la 

contestación de la demanda, proponen excepciones de mérito y previas, de las 

cuales se corrió traslado a la parte demandante mediante auto proferido el 

dieciocho (18) de noviembre de 2022, conforme con lo establecido en el 

Parágrafo 2º del artículo 175 y el artículo 201A del CPACA. 

En cumplimiento de lo anterior se fijó en lista el traslado de las excepciones, por 

el término de tres (3) días a partir del 1 y hasta el 5 de diciembre de 2022, el 

cual fue descorrido en tiempo por la parte actora.  

 

Por consiguiente, como quiera que en este asunto ya se surtió el traslado de las 

excepciones y para su decisión no se requiere de práctica de pruebas, 

corresponde en esta oportunidad resolver por escrito sobre las que tengan 

carácter de previas, en aplicación de lo previsto en el artículo 101 del C.G.P., 

por remisión expresa del artículo 38 de la ley 2080 de 2021, que modificó el 

parágrafo segundo del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

 



1. De las excepciones propuestas por la señora Nohemy Chacón. 

 

La precitada demandada a través de su apoderado judicial; con la contestación 

de la demanda, propuso excepciones de mérito y previas así: 

 

1.1. Excepciones de mérito   

 

i) Excepción de Carencia de los Elementos Axiológicos para incoar la acción, ii) 

Temeridad, iii) Mala fe, iv) Prescripción, v) Buena fe de la demanda para el no 

reintegro de las prestaciones reclamadas. 

Frente a las anteriores excepciones el Despacho dispone que no hay lugar a 

pronunciarse en esta etapa procesal, como quiera que en los términos del 

artículo 100 del Código General del Proceso1, no constituyen excepciones previas 

y respecto de la prescripción va encaminada a que sea declarada en caso de 

accederse a las pretensiones de la demanda, por lo que deberá resolverse en el 

momento de proferir sentencia. 

 

1.2. Excepciones previas  

 

i) Falta de legitimación en la causa por activa. 

 

Indica la parte demandada que, el Conjunto de Derechos y Obligaciones de la 

Extinta Fundación San Juan de Dios, carece de capacidad jurídica para demandar 

y ser sujeto de derechos y obligaciones, como quiera que el contrato de mandato 

post liquidatorio constituido mediante el Decreto 0306 de 2017, ya finiquitó.  

De entrada, el Despacho encuentra que, contrario a lo sostenido por la 

demandada, actualmente la representación judicial del Conjunto de Derechos y 

 
1 De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 
de 2021, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del C.G.P. Al 
respecto, el artículo 100 del C.G.P, dispone: 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las 
siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 
administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.” 
 
 
 



Obligaciones de la Extinta Fundación San Juan de Dios, liquidado, se encuentra 

en cabeza del mandato constituido para el cumplimiento de las actividades post 

- liquidatorias, en virtud de la prórroga establecida por el Decreto 365 de 2022. 

Visto lo anterior, para resolver la presente excepción, basta con remitirse al Auto 

No. 840 de 2021 de la Corte Constitucional, que precisó que “los actos 

administrativos proferidos por una entidad pública liquidada pueden ser 

demandados por la entidad que la subrogó en sus derechos y obligaciones”.2 

En efecto, la Corporación sostuvo que “la denominada acción de lesividad faculta 

a las autoridades a demandar la legalidad de los actos administrativos que 

expidan, por contravenir el orden jurídico superior y causar perjuicios. De esta 

manera, la entidad reemplazante que enfrenta los efectos perjudiciales de los 

actos administrativos expedidos por la entidad que subrogó puede demandar 

dichos actos cuando le resulten perjudiciales y contravengan el ordenamiento 

jurídico”.3 

Por esas razones, y en virtud del contrato de mandato constituido por el Decreto 

0306 del 4 de octubre de 2017, modificado por los decretos 456 de 2020 y 365 

de 20224, el Conjunto de derechos y obligaciones de la extinta Fundación San 

Juan de Dios y Hospitales San Juan de Dios e Instituto Materno Infantil en 

Liquidación, se encuentra facultado legalmente para demandar aquellos actos 

administrativos expedidos previo su liquidación, y que le resulten perjudiciales o 

contraríen el ordenamiento jurídico; por tal motivo no prospera la precitada 

excepción. 

 

ii) Falta de jurisdicción y competencia. 

 

Señala el apoderado que como quiera que, tratándose de un conflicto jurídico 

que se originó en un contrato de trabajo celebrado entre la FUNDACION SAN 

JUAN DE DIOS y la demandada Nohemy Chacón, según el cual aquella ejerció el 

cargo de Enfermera Jefe, la competencia para dirimir sobre la legalidad o no del 

reconocimiento de la pensión de jubilación otorgada por una entidad privada, 

radica en la jurisdicción ordinaria, tal como lo expone el artículo 2º numeral 1º 

del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social. 

 

Sería lo primero precisar que, en relación con la naturaleza jurídica de la extinta 

Fundación San Juan de Dios y sus dos centros hospitalarios – hoy liquidados, es 

claro que corresponden a establecimientos de carácter público, pues a partir de 

la declaratoria de nulidad de los decretos 290 y 1374 de 1979 y 371 de 1998 en 

 
2 Corte Constitucional. Sentencia T-121 de 2016 
3 Corte Constitucional. Auto 840 de 2021. 
4 Fls. 17 a 33 del archivo 54MemorialDescorreTrasladoExcepSanJuan y archivo 59RespuestaRequerimiento 
del expediente digital.  



la sentencia proferida por el Consejo de Estado el 8 de marzo de 2005; se generó 

dicho cambio en la naturaleza jurídica de la entidad, con efectos desde la 

expedición de los actos administrativos anulados, esto es, desde el mismo  

momento de la creación y/o nacimiento a la vida jurídica de la Fundación San 

Juan de Dios. 

Estos efectos generados por el fallo en mención implicaron que la naturaleza de 

los trabajadores de los centros hospitalarios fue siempre la de servidores públicos 

y/o trabajadores oficiales. 

Aclarado lo anterior, para resolver la presente excepción, es preciso mencionar 

que, la Corte Constitucional, mediante el Auto 316 de 2021, el Consejo de 

Estado5 y el Consejo Superior de la Judicatura6 han sostenido que es la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo no la jurisdicción ordinaria quien 

tiene la competencia exclusiva para conocer las acciones de lesividad incluso en 

aquellos eventos en los que la administración demanda actos que versan sobre 

asuntos laborales o de la seguridad social, ello por tres razones: 

En primer lugar, la cláusula general de competencia de la jurisdicción ordinaria, 

en su especialidad laboral y de la seguridad social, en principio, no comprende 

la facultad de declarar la nulidad de actos administrativos que versen sobre 

asuntos laborales o referentes a la seguridad social7.  

El numeral 4° del artículo 2° del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad 

Social, dispone que los jueces laborales tienen competencia para conocer las 

controversias relativas a la prestación de los servicios de la seguridad social, 

incluidas las que tiene origen en los actos administrativos. Sin embargo, en 

aquellos eventos en los que se cuestiona un acto administrativo referente a la 

seguridad social, por regla general, la competencia de los jueces laborales se 

limita a verificar si dicho acto desconoció un derecho prestacional subjetivo del 

interesado, no tiene como objetivo verificar si el acto administrativo, en sí mismo 

 
5 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 11 de mayo de 2016. Consejo de Estado, 

Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 28 de octubre de 2016 
C.P. Cesar Palomino Cortés 
6 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, providencia 110010102000202000952 00 
(17697-40) de 2020. 
7 Cfr. Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección “B” Sentencia 1822-2020 de 2021. Allí se lee: “en 
cuanto a las reglas de competencia de la jurisdicción ordinaria en sus especialidades laboral y de seguridad 
social, encontramos que el artículo 2.º del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, modificado por 
el artículo 2.º de la Ley 712 y el artículo 622 de la Ley 1564 de 2012 o CGP, precisa que las controversias que 
se susciten entre los afiliados y beneficiarios con las entidades administradoras y prestadoras de los servicios 
de seguridad social, serán de competencia de la justicia ordinaria”. Ver también, Corte Suprema de Justicia, 
Sala de Casación Laboral, Sentencia APL2642-2017 de 2017. Allí se lee: “[e]s cierto que uno de los principales 
logros de la Ley 100 de 1993 fue el de unificar en un solo estatuto el sistema de seguridad social integral, al 
tiempo que la Ley 712 de 2001 le asignó a la jurisdicción ordinaria en su especialidad laboral y de seguridad 
social, el conocimiento de las controversias surgidas en razón del funcionamiento de tal sistema, como así lo 
prevé el artículo 2º, numeral 4º (…)”. 



considerado, contraviene la Constitución o la ley y, por esta razón, debe ser 

declarado nulo.    

En segundo lugar, los artículos 97 y 104 del CPACA disponen que la jurisdicción 

de lo contencioso administrativo tiene la competencia exclusiva para 

conocer todas las acciones de lesividad contra actos administrativos que estén 

“sujetos al derecho administrativo”, con independencia de la materia sobre la 

que estos actos versen. Esto es así, dado que por medio de la acción de 

lesividad se debaten “intereses propios de la administración”8, los cuales deben 

ser resueltos por el juez administrativo. 

En tercer lugar, la acción de lesividad “no tiene una naturaleza autónoma, lo que 

implica que para ejercerla se debe acudir a las acciones contenciosas de simple 

nulidad o de nulidad y restablecimiento del derecho”9. La competencia para 

conocer de las acciones de nulidad y restablecimiento del derecho es de la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo (art. 138 del CPACA) 

Precisado lo anterior se enarbola que, no prospera la excepción de falta de 

competencia del Juez Administrativo para conocer del presente asunto como 

quiera que, la jurisdicción de lo contencioso administrativo es la competente 

para conocer de la demanda de nulidad y restablecimiento del derecho del acta 

de reconocimiento No. 069 de octubre de 28 de 2002, interpuesta por el 

CONJUNTO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA EXTINTA FUNDACIÓN SAN 

JUAN DE DIOS Y HOSPITALES, dado que se trata de una “acción de lesividad”.  

En tales términos, dado que el conocimiento de la acción de lesividad es de 

competencia exclusiva de la jurisdicción de lo contencioso administrativo y esta 

debe tramitarse a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, esta es la jurisdicción competente para dirimir el caso aquí 

planteado10. 

iii) Caducidad. 

El apoderado de la demandada, propone esta excepción para el evento de que 

el transcurso del tiempo haga nugatoria la acción.  

Ahora bien, atendiendo a que la acción incoada se concreta en el medio de 
control de nulidad y restablecimiento es del caso dar aplicación a lo dispuesto 

por el artículo 138 del CAPACA, en armonía con la excepción legal expuesta en 
el literal c del artículo 164, cuando dispone que cuando se trate de pretensiones 

 
8 Consejo Superior de la Judicatura, Sala Jurisdiccional Disciplinaria, providencia 110010102000202000952 
00 (17697-40) de 2020. 
9 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, providencia 0005-11 de 2016. 

10 Este criterio fue reiterado por la Corte Constitucional en Auto 1087 del 2021, mediante el cual 

dirimió un conflicto de competencia negativo entre la jurisdicción laboral ordinaria y la 

administrativa en una situación fáctica análoga. consulta: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A1087-21.htm   



que se dirijan contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente 

prestaciones periódicas la demanda podrá ser presentada en cualquier tiempo.  

  

Aunado a ello, en la jurisprudencia y la doctrina nacional, respecto a que no hay 
término de caducidad por lo que podrán demandarse tales actos en cualquier 

tiempo por la Administración o por los interesados, pero no habrá lugar a 
recuperar las prestaciones pagadas a particulares de buena fe.  

  
Dicho lo anterior, se tiene que, con el ejercicio de la presente acción se está 

atacando de manera directa el acto administrativo No. 069 de octubre de 28 de 
2002 que reconoció la pensión de jubilación a la señora Nohemy Chacón, por 

parte de la Fundación San Juan de Dios, pues se pretende la revocatoria de la 
citada resolución y por tratarse este de una decisión que contiene reconocimiento 

de una prestación periódica no se encuentra sujeta a la aplicación del término 
de caducidad, y por ello esta excepción no está llamada a prosperar.  

 

2. De las excepciones propuestas por la Beneficencia de 

Cundinamarca.  

La precitada entidad a través de su apoderado judicial; con la contestación de la 

demanda, propuso excepciones previas así: 

 

2.2. Excepciones previas  

 

Planteó la de Falta de legitimación en la causa por pasiva.   

 

La entidad propone como excepción la falta de legitimación en la causa para 

actuar dentro del presente asunto, en razón a que no ha existido relación laboral 

alguna entre la demandada y la Beneficencia de Cundinamarca, sino con el 

Hospital San Juan de Dios, gobernado por la dirección de la Fundación San Juan 

de Dios en liquidación; esta última entidad con patrimonio propio y personería 

jurídica otorgada por el Ministerio de Salud mediante Resolución No. 010869 de 

diciembre 6 de 1979; de ahí que la Beneficencia no debe ser vinculada en el 

presente proceso pues, jamás se ha obligado con la demandante.  

Al respecto, el Despacho indica que, en atención a lo señalado en el numeral 

décimo primero de la parte resolutiva de la sentencia de unificación SU 484 del 

15 de mayo de 2008, aplicable al caso concreto, se dispuso que las entidades 

pagadoras de las prestaciones reconocidas a los exempleados de la Fundación 

San Juan de Dios causadas entre el 01 de enero de 1994 hasta el 14 de junio de 

2005 son:  

i) Ministerio de Hacienda y Crédito Público con el 50% 

ii) Bogotá D.C. con el 25% 

iii) La Beneficencia de Cundinamarca solidariamente con el Departamento de 

Cundinamarca con el 25% 

 



Aunado a lo anterior, y una vez verificada el acta de reconocimiento 0069 del 28 

de octubre de 200211, en su artículo quinto de la parte resolutiva, se evidencia 

que a la entidad aquí vinculada le corresponde un porcentaje en el pago de la 

prestación reconocida, razón por la cual, si bien ésta no intervino en la expedición 

del acto administrativo acusado, se advierte que tiene un interés directo respecto 

de las resultas del proceso.   

Así las cosas, este Despacho considera que no hay lugar a declarar probada la 

excepción de Falta de legitimación en la causa por pasiva, en razón de lo 

expuesto. 

3. De las excepciones propuestas por Bogotá - Distrito Capital. 
 

La precitada entidad a través de su apoderado judicial; con la contestación de la 

demanda, propuso excepciones de mérito, previas así: 

 

3.1. Excepciones de mérito 
 

i) Exclusión de beneficios convencionales de la demandante dada la calidad de 
servidora pública, ii) No configuración de derechos adquiridos por la parte 

demandada, iii) Exclusión del cargo de trabajadora oficial de la demandada 
conforme a la naturaleza del cargo desempeñado y, iv) la genérica.   
 

Frente a las anteriores excepciones el Despacho dispone que no hay lugar a 

pronunciarse en esta etapa procesal, como quiera que en los términos del 

artículo 100 del Código General del Proceso12, no constituyen excepciones 

previas. 

 
3.2. Excepciones previas 

 
Planteó la de Falta de legitimación en la causa por pasiva.   

 
11 Archivo 47ActaReconocimiento del expediente digital  
12 De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 
de 2021, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del C.G.P. Al 
respecto, el artículo 100 del C.G.P, dispone: 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las 
siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 
administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.” 



 

La presente excepción se fundamenta en la inexistencia de nexo laboral de la 
demandada con Bogotá D.C., en razón a que la vinculación se dio directamente 

con la Fundación San Juan de Dios, ente perteneciente a la referida fundación, 
pasando posteriormente por efectos del fallo del Consejo de Estado del 8 de 

marzo de 2005, a hacer parte de la Beneficencia de Cundinamarca, 
transformando su nexo laboral a servidora pública. 

 

Conforme con lo anterior, a las valoraciones citadas en el numeral 2.2. del 

presente proveído y, con fundamento en el acto administrativo demandado13, es 

claro la participación de varias entidades en el pago de la pensión de jubilación 

reconocida a la demandada Nohemy Chacón. Adicionalmente, si bien esta 

entidad no intervino en la producción del acto administrativo respecto del cual 

se persigue su nulidad, del conjunto de pretensiones que se invocan en la 

demanda se involucran intereses de la entidad en las resultas del proceso. 

 

En consecuencia, se RESUELVE: 
 

PRIMERO. Declarar no probadas las excepciones previas propuestas de 

conformidad con las consideraciones de esta providencia.  

 
 

NOTIFÍQUESE14 Y CÚMPLASE. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
Lchr 

 
13 Acta de reconocimiento 0069 del 28 de octubre de 2002, Artículo 5° de la parte resolutiva.  
14Correos electrónicos: 
henry_torres_m@hotmail.com aquilita2002@yahoo.com noficacionesjudiciales@minhacienda.gov.co 
FUNSANJUANDEDIOS@GMAIL.COM noficacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co 
noficaciones@cundinamarca.gov.co myriam.bernal@cundinamarca.gov.co 
julian.arias@cundinamarca.gov.co diana.zambrano@cundinamarca.gov.co 
lilian.rodriguez@cundinamarca.gov.co  gamesa@secretariajuridica.gov.co 
noficacion_bene@cundinamarca.gov.co gerencia_bene@cundinamarca.gov.co Aquilita2002@yahoo.com  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C.  

SECCIÓN SEGUNDA  

    
Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023)  

   

Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicación:   11001 33 35 009 2022 00055 00 

Demandantes: ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - 

COLPENSIONES 

Demandado:   JORGE RUIZ MARTINEZ 

Controversia:   Acción de lesividad – Reliquidación pensión vejez  

Asunto:     Resuelve excepciones 

 

Vencidos los términos señalados en los artículos 172, 175 y 199 de la Ley 1437 de 

2011, el señor Jorge Ruiz Martínez, actuando en nombre propio, propuso 

excepciones de mérito y previas, de las cuales se corrió el traslado a la entidad 

demandante, de conformidad con el artículo 201 del CPACA, quien se opuso a las 

excepciones planteadas.  

 

Como quiera que en este asunto se entiende surtido el traslado de las excepciones 

y para su decisión no se requiere de la práctica de pruebas, corresponde en esta 

oportunidad resolver por escrito sobre las que tengan carácter de previas y/o mixtas, 

en aplicación de lo previsto en el artículo 101 del C.G.P., por remisión expresa del 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el parágrafo segundo del artículo 

175 de la Ley 1437 de 2011.  

 

1. De las excepciones propuestas  

 

El precitado demandado identificado con la cédula de ciudadanía No. 32.709.957 de 

Barranquilla y T. P. No 102.786 del C. S de la J., propuso como excepciones las 

siguientes:  

 

i) caducidad de la acción, ii) legalidad del acto administrativo atacado, iii) Buena fé, 

iv) ausencia de vicios en el acto administrativo demandado, v) inexistencia de la 

obligación de devolución de mesadas pensionales, vi) prescripción vii) imposibilidad 

de condena en costas.  

 

Frente a las anteriores excepciones que no gozan de la calidad de previas, serán 

estudiadas con el fondo del asunto; no obstante, se hace necesario el estudio de la 

caducidad de la acción.   

 

Caducidad de la acción 
 

El apoderado de la parte demandada propone esta excepción que si bien en los 
términos del artículo 100 del Código General del Proceso1, no constituye una 

 
1 De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 

de 2021, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del C.G.P. Al 
respecto, el artículo 100 del C.G.P, dispone: 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las 
siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 



 
 
 
 

 

excepción previa, este Despacho considera necesario pronunciarse por cuanto 

conforme con el artículo 182 A del CPACA se podrá dictar sentencia anticipada en 
cualquier estado del proceso, cuando el juzgador la encuentre probada. 

 
En este orden, manifiesta el apoderado que en este asunto operó la caducidad de 

la acción, como quiera que han transcurrido más de 2 años, contados a partir de 
la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo 

demandado, en el presente asunto, Resolución SUB-256405 del 28 de septiembre 
de 2018 y la fecha de radicación de la demanda, 1º de marzo de 2022.   
 

Atendiendo a que la acción incoada se concreta en el medio de control de nulidad 

y restablecimiento es del caso dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 138 del 

CAPACA, en armonía con la excepción legal expuesta en el numeral 1 literal c del 

artículo 164, cuando dispone que cuando se trate de pretensiones que se dirijan 

contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas 

la demanda podrá ser presentada en cualquier tiempo.   

 

Aunado a ello, en la jurisprudencia y la doctrina nacional, respecto a que no hay 

término de caducidad por lo que podrán demandarse tales actos en cualquier 

tiempo por la Administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar 

las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. 

 

Dicho lo anterior, se tiene que, con el ejercicio de la presente acción se está 

atacando de manera directa la Resolución SUB 256405 que reliquidó la pensión de 

vejez del señor Ruiz Martínez por parte de Colpensiones expedida el 28 de 

septiembre de 2018, pues se pretende la revocatoria de la citada resolución y por 

tratarse este de una decisión que contiene reconocimiento de una prestación 

periódica no se encuentra sujeta a la aplicación del término de caducidad, y por 

ello esta excepción no está llamada a prosperar. 

 

Por estas razones no prospera la excepción propuesta 

 

En consecuencia, RESUELVE:  

 

PRIMERO: TENER por presentada en tiempo la contestación del demandado JORGE 
RUIZ MARTINEZ, conforme al término previsto en el artículo 172 del CPACA.  

  
SEGUNDO: DECLARAR NO PROBADA la excepción previa de caducidad de la 

acción, propuesta por la parte demandada, conforme con lo expuesto en la presente 
providencia. 

  
TERCERO: ADVERTIR que las excepciones de fondo se entenderán resultas con la 

correspondiente motivación de la sentencia.  
  

CUARTO: RECONOCER PERSONERÍA adjetiva al Doctor Jorge Ruiz Martínez, ya 
identificado, para que actúe en nombre propio, como parte demandada.    

 
QUINTO: SEÑALAR que es deber de los sujetos procesales, en desarrollo de lo 

previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, comunicar 

 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 
administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.” 



 
 
 
 

 

cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las 

notificaciones se sigan surtiendo válidamente en la anterior. 
 

Se advierte a las partes, que la contestación o cualquier memorial con destino a 
este proceso, deberá remitirse en formato PDF por el canal digital 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes datos:  
i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. Además de 

conformidad con lo establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General 
del Proceso, deberán enviar a los demás sujetos procesales a través de los medios 
electrónicos correspondientes copia de los memoriales o actuaciones que realicen, 

en el término legal establecido para ello. 
 

NOTIFÍQUESE2 y CÚMPLASE, 
 

 
 

     GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE  

Juez  
Lchr 

  

  
JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicación:   11001 33 35 009 2022 00124 00 
Demandante:  DAIRO RESTREPO HERRERA 

Demandado:  SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS 

Controversia:  Contrato Realidad  
Asunto:   Fija fecha para la Audiencia Inicial.  

   

Continuando con la actuación, se evidencia que el señor DAIRO RESTREPO 

HERRERA presentó demanda en ejercicio del medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho en contra de la  SUPERINTENDENCIA DE 

SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS, la cual fue admitida por el Juzgado 09 

Administrativo de Bogotá el 19 de julio de 20221. 

Notificada en debida forma la entidad demandada, el doctor CRISTIAN HERNAN 

BURBANO SANDOVAL, contestó la demanda en tiempo2, a quien se le reconocerá 

personería adjetiva; así mismo, interpuso excepciones, respecto de las cuales 

se surtió el traslado a la parte demandante, de conformidad con el artículo 201 

del CPACA, quien no presentó manifestación alguna al respecto.   

Frente a las excepciones planteadas, esto es; (i) Prescripción Del Derecho 

Reclamado y (ii) Legalidad Del Acto Administrativo”; el Despacho dispone que 

no hay lugar a pronunciarse en esta etapa procesal, como quiera que en los 

términos del artículo 100 del Código General del Proceso3, no constituyen 

 
1 Ver archivo 09AdmiteDemanda 
2 Ver archivo 23ContestaciónDemanda 
3 Artículo 100. Excepciones previas  
Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las siguientes excepciones previas dentro del término de 

traslado de la demanda:  
1. Falta de jurisdicción o de competencia.  
2. Compromiso o cláusula compromisoria.  
3. Inexistencia del demandante o del demandado.  
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado.  
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones.  



excepciones previas. En el mismo sentido, la prescripción va encaminada a que 

sea declarada en caso de accederse a las pretensiones de la demanda, por lo 

que deberá resolverse en el momento de proferir sentencia. 

 
No existiendo excepciones que resolver y continuando con el trámite procesal lo 
procedente es fijar fecha y hora para llevar a cabo audiencia inicial.   

 
Por lo anterior, se pone de presente a las partes que la audiencia se llevará a 

cabo de manera concentrada, y se insta a los apoderados hacer comparecer 
a sus testigos a la hora y fecha señalada, para la recepción de los mismos, 

de conformidad con el artículo 217 del C.G. del P.  
 

De igual manera se advierte que el Despacho podrá limitar la recepción de los 
testimonios cuando considere suficientemente esclarecidos los hechos materia 

de prueba4.  
 

En consecuencia, el Despacho, RESUELVE: 
 

PRIMERO: Tener por presentada en tiempo la contestación de la entidad 
demandada, SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 

DOMICILIARIOS conforme al término previsto en el artículo 172 del CPACA.  
 

SEGUNDO: Fijar fecha para llevar a cabo audiencia inicial de qué trata el 

artículo 180 del CPACA, para el día 22 de febrero de 2023 a las 4:00 p.m., 
en la sala de audiencias del Complejo Judicial del CAN ubicada en la 

carrera 57 N° 43 – 91, para que comparezcan las partes, apoderados y el agente 
del Ministerio Público.   
  

TERCERO: Se advierte a las partes que, para el día de la audiencia inicial 
deberán acreditar la radicación de los derechos de petición ante las autoridades 

respecto de las cuales se pretenda la incorporación de alguna prueba 
documental, de conformidad con lo previsto en el numeral 10 del artículo 78 y 

173 del CGP.  
  

CUARTO: Se previene a los apoderados de las partes que la comparecencia a 
esta audiencia es obligatoria, ya que de no existir causa justificada que impida 
su concurrencia, se impondrá la sanción pecuniaria prevista en el numeral 4° del 

citado artículo 180 de la ley 1437 de 2011. 
 

 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 

administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 

cuando a ello hubiere lugar.  
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde.  
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto.  
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios.  
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar.  
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.  
4 Artículo 212 del Código General del Proceso 



QUINTO: EXHORTAR a la entidad accionada con el fin de que previo a la 

celebración de la audiencia inicial, someta a estudio del Comité de Conciliación 
el asunto objeto del presente proceso, toda vez que dentro de la audiencia inicial 

se tendrá la posibilidad de proponer acuerdo conciliatorio. 
 

SEXTO: Notificar la presente decisión a las partes, y enviar mensaje de datos a 
quienes hayan suministrado su dirección electrónica. 

 
SÉPTIMO: Reconocer personería adjetiva al doctor CRISTIAN HERNAN 

BURBANO SANDOVAL identificado con C.C 4.613.442 de Popayán y con T.P. No 
61.303 del C. S. de la J., de conformidad al poder especial, amplio y suficiente 

conferido por la SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS 
DOMICILIARIOS5.  

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE6. 
  

 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023)   

  
Proceso             NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:       11001 33 35 016 2021 00086 00 
Demandante:    Diana Marcela Ospina Noguera 

Demandado: Ministerio de Tecnologías de la Información y las 
Comunicaciones y el Fondo Único de Tecnologías de la 

Información y las Telecomunicaciones Sucesor procesal del 
Patrimonio Autónomo de Remanentes de la Autoridad Nacional 

de televisión – PAR ANTV liquidada. 
Controversia:    Contrato realidad  

Asunto:          Resuelve excepciones previas   
 

Vencidos los términos señalados en los artículos 172, 175 y 199 de la Ley 1437 

de 2011, el Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y 

el Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones, a 

través de apoderada judicial a quien se reconocerá personería adjetiva, con la 

contestación de la demanda, propuso excepciones de mérito y previas, de las 

cuales se corrió traslado a la parte demandante mediante auto proferido el trece 

(13) de enero de 2023, quien dentro del término guardó silencio. 

Por consiguiente, como quiera que en este asunto ya se surtió el traslado de las 

excepciones y para su decisión no se requiere de práctica de pruebas, 

corresponde en esta oportunidad resolver por escrito sobre las que tengan 

carácter de previas, en aplicación de lo previsto en el artículo 101 del C.G.P., por 

remisión expresa del artículo 38 de la ley 2080 de 2021, que modificó el 

parágrafo segundo del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011. 

 

 

1. De las excepciones propuestas por el Ministerio de Tecnologías de 

la Información y las Comunicaciones y el Fondo Único de 

Tecnologías de la Información y las Telecomunicaciones. 

 

La precitada demandada a través de su apoderado judicial; con la contestación 

de la demanda, propuso excepciones de mérito y previas así: 

 



1.1. Excepciones de mérito  

 

i) Inexistencia de relación laboral, ii) Inexistencia del elemento subordinación y, 

iii) cobro de lo no debido. 

Frente a las anteriores excepciones el Despacho dispone que no hay lugar a 

pronunciarse en esta etapa procesal, como quiera que en los términos del 

artículo 100 del Código General del Proceso1, no constituyen excepciones 

previas. 

 

1.2. Excepciones previas  

 

i) Falta de integración del Litis consorcio necesario - falta de 

legitimación en la causa por pasiva. 

Indica la parte demandada que, en el presente caso debía vincularse como 

litisconsorcio necesario a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., en calidad de 

liquidador de la ANTV, por ser quien suscribió los actos administrativos objeto 

de litigio; en consecuencia, solicita se declare la falta de legitimación en la causa 

por pasiva del Ministerio TIC y el Fondo Único de TIC, pues, no tuvo injerencia 

alguna en la expedición de las mentadas resoluciones. 

En relación con el proceso Liquidatorio del PAR ANTV liquidada, se tiene que; en 

primera medida, mediante la Ley 1978 de 25 de julio de 2019, “Por la cual se 

moderniza el sector de las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones 

(TIC), se distribuyen competencias, se crea liquidador único y se dictan otras 

disposiciones”, en su artículo 39 se dispuso la supresión y liquidación de la 

Autoridad Nacional de Televisión, así:  

 
1 De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 
de 2021, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del C.G.P. Al 
respecto, el artículo 100 del C.G.P, dispone: 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las 
siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 
administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.” 
 
 
 



“ARTÍCULO 39. Supresión de la Autoridad Nacional de Televisión (ANTV). 

A partir de la vigencia de la presente Ley, se suprime y se liquida la Autoridad 

Nacional de Televisión (ANTV) de que trata la Ley 1507 de 2012, en consecuencia,  

esta Entidad entrará en proceso de liquidación  y utilizará  para todos  los efectos 

la denominación "Autoridad Nacional de Televisión en liquidación" En 

consecuencia, todas las funciones de regulación y de inspección, vigilancia  y  

control  en  materia  de  contenidos  que  la  Ley  asignaba  a  la  ANTV serán 

ejercidas por la Comisión de Regulación de Comunicaciones y las demás funciones  

de  inspección,  vigilancia  y  control  que  la Ley  asignaba  a  la  ANTV serán  

ejercidas  por  el  Ministerio  de  Tecnologías  de  la  Información  y  las 

Comunicaciones. Así mismo, todas las funciones de protección de la competencia 

y de protección del consumidor que la Ley asignaba a la ANTV serán ejercidas por 

la Superintendencia de Industria y Comercio. Con excepción de las expresamente 

asignadas en la presente Ley.  

En caso de ser necesario la Nación, Ministerio de Hacienda y Crédito Público, 

transferirá al Fondo Único de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 

los recursos suficientes para que pueda cumplir con el pago de las acreencias que 

se reciban o resultaren del proceso liquidatorio de la Autoridad Nacional de 

Televisión”. (Subraya el juzgado). 

 

Posteriormente, el 8 de julio de 2020 la entidad liquidada y la Sociedad Fiduciaria 

de Desarrollo Agropecuario S.A. –Fiduagraria S.A. constituyeron el Patrimonio 

Autónomo de Remanentes PAR ANTV LIQUIDADA., mediante el Contrato de 

Fiducia Mercantil de Administración y Pagos N° 55 de 2020. 

En  la cláusula tercera del señalado contrato se indicó que: “La finalidad principal 

del PATRIMONIO AUTONOMO es la administración y enajenación de los activos 

que le sean transferidos; la administración, conservación,  custodia  y  

transferencia  de  los  archivos;  la atención de  las  obligaciones  remanentes  y 

contingentes, así como la atención y gestión de los procesos judiciales,  

administrativos, arbitrales o reclamaciones en curso al momento de la 

terminación del proceso liquidatorio o que se llegaren a iniciar y además,  asumir 

y ejecutar las demás obligaciones  remanentes  a  cargo  de  la  ANTV  que  se  

indican  en  el presente contrato de fiducia mercantil o en la ley, incluyendo las 

actividades post-cierre y post-liquidacion”. 

En la cláusula primera y para los efectos del contrato se señaló: “8. 

FIDEICOMITENTE CESIONARIO: Una vez ocurra la extinción de la persona 

jurídica la ANTV, tal posición será ocupada por el FONDO ÚNICO DE 

TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES identificado con 

NIT. 800.131.648-9 con quien se deberá suscribir la correspondiente cesión 

contractual.” 

Así las cosas, efectuada la liquidación de la ANTV, el 10 de julio de 2020 se 

suscribió entre la SOCIEDAD FIDUCIARIA DE DESARROLLO AGROPECUARIO S.A. 

– FIDUAGRARIA S.A. y el FONDO ÚNICO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN 

Y LAS COMUNICACIONES la cesión del contrato de fiducia mercantil N° 55 de 



2020, con lo que el FONDO ÚNICO DE TIC asumió la posición contractual del 

fideicomitente. 

En virtud del mencionado contrato, el 30 de diciembre de 2020 entre el 

apoderado general de Fiduagraria S.A. como vocera y administradora del 

Patrimonio Autónomo de Remanentes – PAR ANTV Liquidada y la Secretaría 

General del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones – 

Representante Legal del Fondo Único de TIC se suscribió un acuerdo de 

transferencia de procesos judiciales, acuerdo que fue prorrogado sucesivamente 

hasta el 30 de junio de 2021, conllevando también a la terminación del negocio 

fiduciario por vencimiento del plazo previsto para la ejecución del Contrato de 

Fiducia Mercantil N° 55-2020. 

Así pues, es claro que, como consecuencia del vencimiento del contrato de 

Fiducia; a partir del 1 de julio de 2021, la defensa de los procesos donde actúe 

como interviniente la extinta ANTV, son asumidos propiamente por el Ministerio 

de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones y el Fondo Único 

de Tecnologías de La Información y las Comunicaciones, como sucesor 

procesal, quien tendrá que actuar con la diligencia debida y velar por el derecho 

de defensa de la Nación en cada uno de ellos, como en el caso de marras, por 

tal motivo, no prosperan las excepciones de falta de integración del litis consorcio 

necesario y falta de legitimación en la causa por pasiva.  

 

En consecuencia, se RESUELVE: 

 

PRIMERO. Declarar no probadas las excepciones previas propuestas de 

conformidad con las consideraciones de esta providencia.  

 

SEGUNDO. Se reconoce personería adjetiva a la Doctora Saskia Ly Torres 

Hernandez, identificada con C.C. No. 1129523108 expedida en Barranquilla y T. 

P. No. 233.744 del C. S de la J., para representar los intereses de la entidad 

demandada, de conformidad con el poder otorgado. (fl. 45 archivo 

28MemorialContestacionPoder.pdf del expediente digital)  

 
NOTIFÍQUESE2 Y CÚMPLASE. 

  
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 

 

 
2Correos electrónicos: 
Demandante: notificacionesjudiciales.ap@gmail.com 
Demandado: notificación.judicial@antv.gov.co correspondencia@parantvliquidada.com  
notificacionesjudicialesmintic@mintic.gov.co notificacionesjudicialesfontic@mintic.gov.co 
storres@mintic.gov.co saskialy15@hotmail.com  



Lchr 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C.  

SECCIÓN SEGUNDA  

    
Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023)  

   

Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

Radicación:   11001 33 35 016 2019 00114 00  

Demandantes:  COLPENSIONES  

Demandado:   Elías Rodríguez Arias  

Controversia:   Lesividad - Reconocimiento pensión vejez  

Asunto:     Resuelve excepciones  
 

Vencidos los términos señalados en los artículos 172, 175 y 199 de la Ley 1437 de 

2011, el señor Elías Rodríguez Arias, a través de apoderado judicial, propuso 

excepciones de mérito y previas, de las cuales se corrió traslado a la entidad 

demandante el 9 de septiembre de 2022. 

 

Por consiguiente, como quiera que en este asunto ya se corrió traslado de las 

excepciones y para su decisión no se requiere de la práctica de pruebas, corresponde 

en esta oportunidad resolver por escrito sobre las que tengan carácter de previas, 

en aplicación de lo previsto en el artículo 101 del C.G.P., por remisión expresa del 

artículo 38 de la Ley 2080 de 2021, que modificó el parágrafo segundo del artículo 

175 de la Ley 1437 de 2011.  

 

1. De las excepciones propuestas  

 

El precitado demandado a través de su apoderado doctor Josué Humberto Correa 

Hernández, identificado con la cédula de ciudadanía No. 4.237.896 y T. P. No 76.675 

del C.S de la J., propuso como excepciones las siguientes:  

 

i) caducidad ii) falta de agotamiento del requisito de procedibilidad iii) cobro de lo 

no debido e inexistencia de la obligación a cargo del señor Rodríguez Arias y iv) 

excepción innominada o genérica.  

 

Frente a las anteriores excepciones, como quiera que las únicas que tienen carácter 

de previas son las denominadas caducidad y falta de agotamiento del requisito de 

procedibilidad, procede el despacho a pronunciarse sobre las mismas.  

 

 
Caducidad 

 
El apoderado de la parte demandada propone esta excepción que si bien en los 
términos del artículo 100 del Código General del Proceso1, no constituye una 

 
1 De acuerdo con lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA, modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 

de 2021, las excepciones previas se formularán y decidirán según lo regulado en los artículos 100, 101 y 102 del C.G.P. Al 
respecto, el artículo 100 del C.G.P, dispone: 
“ARTÍCULO 100. EXCEPCIONES PREVIAS. Salvo disposición en contrario, el demandado podrá proponer las 
siguientes excepciones previas dentro del término de traslado de la demanda: 
1. Falta de jurisdicción o de competencia. 
2. Compromiso o cláusula compromisoria. 
3. Inexistencia del demandante o del demandado. 
4. Incapacidad o indebida representación del demandante o del demandado. 



 
 
 
 

 

excepción previa, este Despacho considera necesario pronunciarse por cuanto 

conforme con el artículo 182 A del CPACA se podrá dictar sentencia anticipada en 
cualquier estado del proceso, cuando el juzgador la encuentre probada. 

 
En este orden, manifiesta el apoderado que, como el acto demandado data del 19 

de diciembre de 2017, sin que haya actuación procesal o legal que interrumpa los 
términos y la radicación de la demanda data del 15 de marzo de 2019, operó la 

caducidad, al haber transcurrido más de 4 meses a partir de su expedición. 
 

Atendiendo a que la acción incoada se concreta en el medio de control de nulidad 

y restablecimiento es del caso dar aplicación a lo dispuesto por el artículo 138 del 

CAPACA, en armonía con la excepción legal expuesta en el numeral 1 literal c del 

artículo 164, cuando dispone que cuando se trate de pretensiones que se dirijan 

contra actos que reconozcan o nieguen total o parcialmente prestaciones periódicas 

la demanda podrá ser presentada en cualquier tiempo.   

 

Aunado a ello, en la jurisprudencia y la doctrina nacional, respecto a que no hay 

término de caducidad por lo que podrán demandarse tales actos en cualquier 

tiempo por la Administración o por los interesados, pero no habrá lugar a recuperar 

las prestaciones pagadas a particulares de buena fe. 

 

Dicho lo anterior, se tiene que, con el ejercicio de la presente acción se está 

atacando de manera directa la Resolución SUB 292300 de 19 de diciembre de 2017, 

por medio de la cual, Colpensiones reconoció una pensión de vejez a favor del 

señor Rodríguez Arias, pues se pretende la revocatoria de la citada resolución y 

por tratarse este de una decisión que contiene reconocimiento de una prestación 

periódica no se encuentra sujeta a la aplicación del término de caducidad, y por 

ello esta excepción no está llamada a prosperar. 

 
Requisito de procedibilidad – conciliación 

 
Propuso esta excepción señalando que en el presente asunto es necesario el 

cumplimiento del requisito de procedibilidad de conciliación extrajudicial, conforme 
con lo normado por el artículo 161 del C.P.A.C.A. y el artículo 2º del Decreto 1716 

de 2009, requisito que no fue cumplido. 
 

El Consejo de Estado ha decidido este requisito como excepción previa2 de inepta 
demanda por falta de los requisitos formales, es así que para resolverla se señala 

que la Corte Constitucional ha sido enfática al indicar que las transacciones y 
acuerdos conciliatorios en los que se desconozcan el derecho a la seguridad social 

o los mínimos de las normas laborales carecen de fuerza frente a la Constitución 
Política, señalando que el alcance de las conciliaciones en derecho laboral es 

relativo, pues no pueden extenderse a derechos irrenunciables de los trabajadores. 
A este respecto ha considerado:   

  
“En lo referente a las conciliaciones en materia laboral, si bien, en cuanto cumplan  las condiciones 
legales, están llamadas a resolver las diferencias entre patronos y trabajadores en aspectos salariales 
y prestacionales, carecen de fuerza, frente a la Constitución, para hacer que el trabajador mediante 
ellas renuncie a derechos suyos ciertos e indiscutibles, como es el caso de la pensión de jubilación, que 
le debe ser reconocida y pagada cuando se cumplan los requisitos de ley para obtenerla.  
  

 
5. Ineptitud de la demanda por falta de los requisitos formales o por indebida acumulación de pretensiones. 
6. No haberse presentado prueba de la calidad de heredero, cónyuge o compañero permanente, curador de bienes, 
administrador de comunidad, albacea y en general de la calidad en que actúe el demandante o se cite al demandado, 
cuando a ello hubiere lugar. 
7. Habérsele dado a la demanda el trámite de un proceso diferente al que corresponde. 
8. Pleito pendiente entre las mismas partes y sobre el mismo asunto. 
9. No comprender la demanda a todos los litisconsortes necesarios. 
10. No haberse ordenado la citación de otras personas que la ley dispone citar. 
11. Haberse notificado el auto admisorio de la demanda a persona distinta de la que fue demandada.” 
2 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección A, Consejero ponente: Gustavo 

Eduardo Gómez Aranguren, Bogotá, D. C., nueve (9) de abril de dos mil catorce (2014)   Radicación número: 27001-23-
33-000-2013-00347-01(0539-14) 



 
 
 
 

 

Así pues, el alcance de las conciliaciones es relativo, en cuanto ponen fin a controversias referentes a 
los derechos laborales de los cuales se trata en sus textos, pero no pueden extenderse a derechos 
irrenunciables de los trabajadores. Respecto de éstos las cláusulas de renuncia se tienen por no escritas 
y no pueden oponerse válidamente a las pretensiones del reclamante si lo que éste pide es la efectividad 
del derecho irrenunciable.”3   

 
En efecto, en el caso concreto lo que se discute es el reconocimiento y pago de la 

pensión de vejez a favor del señor Elías Rodríguez Arias, lo cual, constituye un 
derecho laboral irrenunciable, que no obligaría a los demandantes a agotar el 

requisito previo de conciliación. 
 

Dicho alcance fue dado por la Ley 2080 de 2021 que, aunque no sería aplicable al 
presente caso por cuanto la demanda fue presentada con anterioridad, si refuerza 

lo que venía considerando la Corte Constitucional al señalar en su artículo 34 que 
el trámite de la conciliación extrajudicial como requisito de procedibilidad será 

facultativo en los asuntos laborales, pensionales (…).  
 

Por estas razones no prosperan las excepciones propuestas por el apoderado 
de la parte demandada.  
 

En consecuencia, RESUELVE: 
 

PRIMERO. Declarar no probadas las excepciones previas de caducidad e inepta 
demanda (no agotamiento del requisito de procedibilidad) propuestas por el 

apoderado de la parte demandada, conforme con lo expuesto en la presente 
providencia. 

 
SEGUNDO. Señalar que es deber de los sujetos procesales, en desarrollo de lo 

previsto en el artículo 78 numeral 5 del Código General del Proceso, comunicar 
cualquier cambio de dirección o medio electrónico, so pena de que las 

notificaciones se sigan surtiendo válidamente en la anterior. 
 

 
Se advierte a las partes, que la contestación o cualquier memorial con destino a 

este proceso, deberá remitirse en formato PDF por el canal digital 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes datos:  

i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. Además de 
conformidad con lo establecido en el numeral 14 del artículo 78 del Código General 
del Proceso, deberán enviar a los demás sujetos procesales a través de los medios 

electrónicos correspondientes copia de los memoriales o actuaciones que realicen, 
en el término legal establecido para ello. 

 
NOTIFÍQUESE4 y CÚMPLASE, 

 

 
 

 
 

     GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE  

Juez  
Lchr 
 

  

  

 
3 Sentencia T-1008-99 del 9 de diciembre de 1999, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 8 
4 Correos electrónicos 

Demandantes: paniaguabogota1@gmail.com/ paniaguasupervisor1@gmail.com  
Demandados: josueabogadolaboral@yahoo.com  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Radicación:   110013335 021 2021 00455 00 
Demandante:  FREDY ALEXANDER FORERO RODRÍGUEZ 

Demandado: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 
Asunto:    Resuelve solicitud de acumulación de proceso 

 
 

Procede el despacho a decidir lo relativo a la solicitud de acumulación elevada 
por la Comisión Nacional del Servicio Civil.  

 
ANTECEDENTES 

 
1. En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, 

el señor Alexander Forero Rodríguez, a través de apoderado judicial, presentó 
demanda contra la Comisión Nacional del Servicio Civil en la que pretendió la 

declaratoria de nulidad de los actos administrativos contenidos en la publicación 
de resultados de prueba de personalidad obtenido en el proceso de selección de 

la Convocatoria 1356, que concluyen con la exclusión del concurso del 
demandante, con respuesta definitiva a la reclamación No. 410491304, 

comunicada a través de la plataforma SIMO en fecha nueve (9) de agosto de 
2021. 
 

2. El Juzgado Veintiuno (21) Administrativo de Bogotá mediante auto de fecha 
08 de abril de 2022, admitió la presente demanda.  

 
3. El 15 de junio de 2022, se surtió la notificación personal de la demanda. 

(Archivo 05NotificacionAdmisión) 
 

4. Mediante correo electrónico del 16 de agosto de 2022, la entidad demandada 
contestó la demanda, formuló las excepciones previas que denominó “inepta 

demanda por indebido agotamiento del requisito de procedibilidad conforme a 
los presupuestos legales, caducidad de la acción e indebida integración del 

litisconsorcio necesario”. Asimismo, planteó como de fondo “inexistencia de 
causal de nulidad del acto administrativo demandado; incumplimiento de la 

carga probatoria y la innominada”. 
 



De otra parte, solicitó la acumulación del proceso al expediente con radicado No. 

2021 00351 00 que está cursando en el Juzgado veinte (20) Administrativo de 
Bogotá, como quiera que se trata de procesos de igual naturaleza, en los que 

tanto la entidad pública demandada como las pretensiones son las mismas. 
 

5. Mediante auto de fecha 25 de noviembre de 2022, previo a resolver la 
presente solicitud, este Despacho requirió al Juzgado veinte (20) Administrativo 

de Bogotá, para que remita copia de la demanda y certificación del estado actual 
del proceso con radicado No. 11001333502020210035100. Requerimiento que 

fue contestado el 19 de enero de 2023.  
 

CONSIDERACIONES 
 

Los artículos 148 a 150 del Código General del Proceso, CGP, aplicables por 
remisión expresa del artículo 306 del Código de Procedimiento Administrativo y 

de lo Contencioso Administrativo, CPACA, regulan la procedencia y trámite de la 
acumulación de procesos y demandas. La finalidad de la acumulación de 
procesos es garantizar la coherencia de las decisiones judiciales y evitar que 

frente a una misma contienda procesal se acaben adoptando soluciones 
contradictorias; lo anterior se explica además por la necesidad de dar estricto 

cumplimiento a los principios de eficiencia y economía procesal1. Las 
disposiciones en cuestión establecen: 

 

[…] ARTÍCULO 148. PROCEDENCIA DE LA ACUMULACIÓN EN LOS 

PROCESOS DECLARATIVOS. Para la acumulación de procesos y demandas 
se aplicarán las siguientes reglas: 

1. Acumulación de procesos. De oficio o a petición de parte podrán 
acumularse dos (2) o más procesos que se encuentren en la misma instancia, 

aunque no se haya notificado el auto admisorio de la demanda, siempre que 

deban tramitarse por el mismo procedimiento, en cualquiera de los 
siguientes casos: 

 
a) Cuando las pretensiones formuladas habrían podido acumularse en la 

misma demanda. 

b) Cuando se trate de pretensiones conexas y las partes sean demandantes 
y demandados recíprocos. 

c) Cuando el demandado sea el mismo y las excepciones de mérito 

propuestas se fundamenten en los mismos hechos. 
[…] 

3. Disposiciones comunes. Las acumulaciones en los procesos declarativos 
procederán hasta antes de señalarse fecha y hora para la audiencia inicial. 

[…] 

 
ARTÍCULO 149. COMPETENCIA. Cuando alguno de los procesos o 

demandas objeto de acumulación corresponda a un juez de superior 
categoría, se le remitirá el expediente para que resuelva y continúe 

 
1 Consejo de Estado, Sección Cuarta, auto de fecha 21 de julio de 2015, radicado 11001-03-26-
000-2014-00054-00 (21025). 



conociendo del proceso. En los demás casos asumirá la competencia el juez 

que adelante el proceso más antiguo, lo cual se determinará por la fecha de 
la notificación del auto admisorio de la demanda o del mandamiento 

ejecutivo al demandado, o de la práctica de medidas cautelares. 
 

ARTÍCULO 150. TRÁMITE. Quien solicite la acumulación de procesos o 

presente demanda acumulada, deberá expresar las razones en que se apoya 
[…] 

 

Caso concreto: 
 

Este Despacho considera que, a pesar de que sustancialmente los procesos 
objeto de estudio serian susceptibles de acumulación2, la oportunidad procesal 

que resulte procedente decretarla ya se agotó, por lo que no es factible acceder 
a la solicitud elevada por la pasiva. 

 
Al respecto, es menester traer a colación el Auto Interlocutorio No. O-014-2021, 

proferido por el Consejo de Estado el cinco (05) de mayo de 2021, que estableció 
la procedencia de esta figura en situaciones donde se haya prescindido de la 

audiencia inicial, así: 
 

“(…) Si conforme con el artículo 148 del CGP el límite temporal de la procedencia 

de la acumulación de procesos está dado por la citación a audiencia inicial, resulta 
razonable entender que, en los casos en que no se deba agotar esta última, ese 

límite corresponde al momento en que exista certeza de que se prescindirá de tal 

diligencia para, en su lugar, continuar con el trámite procesal que corresponda, 
según lo ordene la norma procesal aplicable.  

 

Así las cosas, cuando en virtud del artículo 13 numeral 1 del Decreto 
Legislativo 806 de 2020 se haya acudido a la figura de la sentencia 

anticipada y, con ello prescindido de la audiencia inicial, ha de 
entenderse que la oportunidad para decretar la acumulación de procesos 

se extiende hasta el momento en que queda ejecutoriado el auto que 

ordena correr traslado a las partes para que presenten sus alegatos de 
conclusión.”   

 

De conformidad con la normatividad expuesta, se advierte que la competencia 
para conocer del expediente (radicado 2021 00455 00) recaería en el Juzgado 

Veinte (20) Administrativo de Bogotá, como quiera que profirió auto admisorio 

 
2 i) Se trata de demandas con pretensiones de nulidad y restablecimiento del derecho, de manera que se 
tramitan bajo el procedimiento ordinario descrito en el artículo 138 del CPACA; ii) las pretensiones formuladas 
en uno y otro caso hubieran podido acumularse en una misma demanda ya que, procuran “(…) la nulidad de 
los actos administrativos contenidos en la publicación de resultados de prueba de personalidad obtenido en el 
proceso de selección de la convocatoria 1356, que concluyen con la exclusión del demandante (…), con 
respuesta definitiva a la reclamación (…), comunicada a través de la plataforma SIMO (…)”. También que “(…) 
se declare que la demandada, Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC, ocasionó daño subjetivo con la 
exclusión irregular del concurso público de méritos 1356 al demandante (…)” y que “(…) se declare que la 
demandada, Comisión Nacional del Servicio Civil-CNSC, ocasionó daño objetivo con la decisión de exclusión 
irregular del concurso de méritos 1356 al demandante (…)”; iii) en los dos casos funge como demandada la 
Comisión Nacional del Servicio Civil.  



de la demanda en el proceso No. 2021 00351 00 el 28 de enero de 2022, no 

obstante, revisado el estado actual del precitado expediente, se evidencia que 
se emitió auto que corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos 

de conclusión el 20 de enero de 2023, quedando ejecutoriado el 30 de enero del 
mismo año, por lo que se concluye que la oportunidad para decretar la 

acumulación del presente proceso ya se extinguió. 
 

En mérito de lo expuesto, se 
 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: Negar la solicitud elevada para acumular el presente proceso al 

expediente con radicado 2021 00351 00, que se tramita en el Juzgado Veinte 
(20) Administrativo de Bogotá, por las razones expuestas en la parte motiva de 

esta providencia. 
 
NOTIFÍQUESE3 Y CÚMPLASE  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE  
Juez  

  

  

  

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD   
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.   

-SECCIÓN SEGUNDA-  

  
Por anotación en estado electrónico No. 002 de fecha 

14/02/2023 fue notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 

AM.   

 
110013335 021 2021 00455 00 

 

 

 
3 notificacionesavancemos@gmail.com dsilva@cnsc.gov.co. notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  

Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   110013335 021 2021 00455 00 
Demandante:  FREDY ALEXANDER FORERO RODRÍGUEZ 

Demandado: COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC 
Asunto:    Resuelve medida cautelar  

 
 

Procede el despacho a resolver la solicitud de medida cautelar presentada por la 
parte demandante, previas las siguientes consideraciones: 

 
ANTECEDENTES 

 
1.1. Medida cautelar  

 
En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, el 

señor Alexander Forero Rodríguez, a través de apoderado judicial, presentó 
demanda contra la Comisión Nacional del Servicio Civil en la que pretendió la 
declaratoria de nulidad de los actos administrativos contenidos en la publicación 

de resultados de prueba de personalidad obtenido en el proceso de selección de 
la Convocatoria 1356, que concluyen con la exclusión del concurso del 

demandante. 
 

En la solicitud de medida cautelar el accionante pretende la suspensión 
provisional de los efectos del acto administrativo acusado y se ordene a la 

accionada su reintegro al proceso de selección 1356, a fin de culminar el proceso 
y cumplir con la expectativa de ocupar el cargo de dragoneante del Instituto 

Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC), considerando que, las pruebas 
allegadas y solicitadas demuestran que son ciertas las circunstancias fácticas 

narradas con detalle en el acápite de los hechos de la demanda y conforman 
decisiones irregulares de la CNSC como administradora del proceso de selección 

1356.  
 

Respecto de los derechos fundamentales involucrados, señala que el acto 
administrativo está evidentemente opuesto a los valores, principios y reglas 

constitucionales relacionadas como derechos fundamentales como el debido 



proceso, igualdad, derechos de petición, también la confianza legítima y el 

mérito. 
 

1.2. Trámite impartido 
 

A través de auto calendado 08 de abril de 2022 el Juzgado 21 Administrativo de 
Bogotá corrió traslado de la medida cautelar solicitada, conforme lo dispuesto 

en el artículo 233 del CPACA.  
 

Dentro del término de traslado la entidad demandada se opuso a la solicitud de 
medida cautelar por considerar que esta resulta improcedente, pues en su 

criterio, no se configuran los presupuestos legales establecidos en los artículos 
229 y 231 del CPACA, ya que las manifestaciones realizadas no dan lugar a 

decretar la medida en cuestión. Además, que, se logra evidenciar que también 
se persigue un pago económico y tampoco se logra demostrar ni sumariamente 

como se ocasionó ese daño irreparable. 
 
Paso a explicar el caso en concreto, indicando que el señor FREDY ALEXANDER 

FORERO RODRÍGUEZ se inscribió en el empleo identificado Teniente de 
Prisiones, Grado 16, Código 4222, identificado con la OPEC No. 131244, dentro 

del proceso de selección No. 1356 de 2019 INPEC Cuerpo de Custodia, sin 
embargo, al no aprobar la etapa eliminatoria de prueba de personalidad, fue 

eliminado del proceso de selección conforme a los dispuesto en el artículo 7 
numeral 7.2.2 y el artículo 16.2 del Acuerdo de Convocatoria.  

 
Que el demandante no puede pretender con la demanda y más con la solicitud 

de medida provisional cambiar las reglas del concurso y continuar en el mismo 
cuando no aprobó unas de las etapas eliminatorias que fueron puestas en 

conocimiento de los aspirantes y que de igual manera aceptó con la inscripción 
al empleo OPEC No. 131244. 

 
Señala que el demandante no da una razón de hecho o derecho de cómo la 

actuación de la Comisión Nacional en desarrollo de la Convocatoria 1356 de 2019 
- INPEC Cuerpo de Custodia y Vigilancia, con los resultados de la prueba de 

personalidad del participante genera un daño irreparable, o que la misma se 
realizó en violación del debido proceso, la igualdad y del derecho al mérito, ni 
menos al derecho de petición, pues claramente se puede corroborar que en los 

hechos de la demanda y los soportes aportados por el demandante como lo es, 
la reclamación de los resultados de la prueba de personalidad, fue debidamente 

contestada por la Comisión a través de la Universidad Libre el 09 de agosto de 
2021, por lo que desde ese día quedaron en firme y son de conocimiento del 

demandante.  
 

A su juicio, la solicitud de la medida resulta inocua, toda vez que los resultados 
definitivos de la prueba de personalidad ya surtieron sus efectos, al punto que 

actualmente se adelantan los Cursos de Formación, Complementación y 
Capacitación en la Escuela Penitenciaria Nacional, a los cuales se cita aquellos 

aspirantes que aprobaron todas las etapas dentro del proceso de selección como 



es verificación de requisitos mínimos, pruebas escritas en las que se encuentra 

la prueba de personalidad, las Pruebas de Estrategias de Afrontamiento, la 
Prueba Físico – Atlética, la Valoración Médica y el Curso (Art. 93 del Decreto Ley 

407 de 1994), como se puede evidenciar el demandante solo pudo llegar hasta 
la prueba de personalidad.  

 
CONSIDERACIONES 

 

La suspensión provisional de los actos administrativos tiene fundamento 

constitucional (artículo 238 de la Constitución Política), el cual consagra que, la 

jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, 

por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos 

administrativos que sean susceptibles de impugnación por vía judicial. 

Es así que, el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, dispone en sus artículos 229, 230 y 231, lo siguiente: 

 
Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos declarativos que se 
adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, el auto admisorio de la demanda o en 
cualquier estado del proceso, a petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o 
Magistrado Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que considere 
necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto del proceso y la efectividad 
de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en el presente capítulo. 
 
(…). 
 
Artículo 230. Contenido y alcance de las medidas cautelares. Las medidas cautelares podrán 
ser preventivas, conservativas, anticipativas o de suspensión, y deberán tener relación directa y 
necesaria con las pretensiones de la demanda. Para el efecto, el Juez o Magistrado Ponente 
podrá decretar una o varias de las siguientes medidas: 
 
1. Ordenar que se mantenga la situación, o que se restablezca al estado en que se encontraba 
antes de la conducta vulnerante o amenazante, cuando fuere posible. 
 
2. Suspender un procedimiento o actuación administrativa, inclusive de carácter contractual. A 
esta medida solo acudirá el Juez o Magistrado Ponente cuando no exista otra posibilidad de 
conjurar o superar la situación que dé lugar a su adopción y, en todo caso, en cuanto ello fuere 
posible el Juez o Magistrado Ponente indicará las condiciones o señalará las pautas que deba 
observar la parte demandada para que pueda reanudar el procedimiento o actuación sobre la 
cual recaiga la medida. 
 
3. Suspender provisionalmente los efectos de un acto administrativo. 
 
(…). 
 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando se pretenda la nulidad 

de un acto administrativo, la suspensión provisional de sus efectos procederá por violación de 
las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas o del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. 



Cuando adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la indemnización de 
perjuicios deberá probarse al menos sumariamente la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando concurran los siguientes 
requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la titularidad del derecho o de 
los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, argumentos y 
justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de ponderación de intereses, que 
resultaría más gravoso para el interés público negar la medida cautelar que concederla. 
 
4. Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la medida los efectos de la 
sentencia serían nugatorio. (Negrillas del Despacho). 

 

Al respecto, el H. Consejo de Estado1 en diferentes pronunciamientos ha 

explicado que, “La medida cautelar negativa de suspensión provisional de los efectos de 
un acto administrativo procederá siempre y cuando pueda comprobarse la vulneración de 
las disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud de la medida, la cual puede 
surgir: i) de la confrontación del acto administrativo demandado con las normas superiores 
señaladas como violadas y/o en las que el acto debía fundarse, o, ii) del estudio de las 
pruebas allegadas con la solicitud”. 

 
En esta misma decisión la referida Corporación explicó que, para decretar 
medidas cautelares es necesario que confluyan los criterios de apariencia de 

buen derecho y perjuicio de la mora, la primera hace referencia a que se pueda 
verificar que quien solicita medida cautelar goce de probabilidad razonable de 
que prospere la causa, para que no se decreten medidas injustas o sin 

fundamento legal suficiente y la segunda (el perjuicio de la mora) busca que, 
con el decreto de la medida se garantice la efectividad de la decisión de fondo, 

en consideración a que el paso del tiempo puede hacer nugatorio el cumplimiento 
de la sentencia.  

 
Entonces, de la norma y la jurisprudencia trascrita se puede concluir que la 

suspensión provisional del acto administrativo procede por violación de las 
normas invocadas en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito 

separado, cuando esta surja de la simple confrontación entre el acto demandado 
con las normas superiores invocadas como violadas o de las pruebas aportadas 

con la solicitud; y además, en el evento que también se pretenda el 

 
1 Providencia proferida el 19 de junio de 2018, con ponencia de la consejera Sandra Lisset Ibarra Vélez, dentro del proceso 
11001032500020160008100.  



restablecimiento de un derecho y la indemnización de perjuicios deberá 

aportarse prueba sumaria de los mismos. 
 

Caso concreto: 
 

En el presente caso, como medida cautelar, se solicita la suspensión provisional 
de los actos administrativos demandados, a través de los cuales la CNSC declaró 

que el señor FREDY ALEXANDER FORERO RODRÍGUEZ no era apto para 
continuar en el concurso de méritos del Cuerpo de Custodia y Vigilancia del 

INPEC, por no superar la prueba de personalidad eliminatoria, y desató 
negativamente la reclamación que se formuló contra los resultados de esa 

prueba. 
 

Ahora bien, para este Despacho, de la simple confrontación de los actos 
acusados con las normas invocadas como transgredidas y el material probatorio 

allegado al expediente, no es posible determinar la violación de las mismas, para 
ello, se requiere del análisis probatorio e interpretativo, propio de una sentencia 

de mérito, con el fin de determinar la procedencia de la suspensión y anulación 
de los actos administrativos por medio de los cuales se excluyó del concurso al 

demandante. 
 

Si bien es cierto, la parte actora acude a la suspensión provisional de los actos 
administrativos contenidos en la publicación de resultados de prueba de 
personalidad obtenido en el proceso de selección de la Convocatoria 1356, 

argumentando que se desconocen las reglas del concurso y se actúa bajo vías 
de hecho al no dar aplicación plena a las normas que enmarcan el concurso y 

por lo tanto emite en forma irregular acto administrativo, lo cierto es que dicha 
argumentación es insuficiente para impedir la eficacia del acto enjuiciado, por lo 

menos en este estadio del proceso. 
 

De igual manera, no se logró acreditar, ni al menos sumariamente, los perjuicios 
reclamados, más aún cuando se advierte de los hechos expuestos en la demanda 

que, el accionante tuvo acceso al material de la prueba y verificación de los 
resultados de la prueba, ya que con fundamento en ello presentó la respectiva 

reclamación, lo que a simple vista desvirtúa la vulneración al debido proceso. 
Por lo cual, se itera, no es dable inferir que los actos acusados se encuentran 

contrarios a la ley, pues con los elementos de juicio aportados hasta el momento 
no existe certeza de las irregularidades alegadas.  

 
En ese sentido, al no existir argumentos suficientes que permitan afirmar que, 

en este caso, se cumple con los requisitos establecidos en el artículo 231 del 
CPACA, se concluye que no hay lugar a acceder a la solicitud de medida cautelar 
presentada 

 
 

En consecuencia, RESUELVE 

 



NEGAR la solicitud de suspensión provisional del acto administrativo acusado, 

por las razones expuestas en la parte motiva.  

 
NOTIFÍQUESE2 Y CÚMPLASE  

 
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE  

Juez  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de enero de dos mil veintitrés (2023)  

  

Proceso           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:     110013335 027 2022 00239 00 

Demandante:   JOSE FERNANDO BARACALDO GALLEGO 

Demandado:    NACIÓN -COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC. 

Vinculada:       UNIDAD ADMINSITRATIVA ESPECIAL DIRECCION DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN 

Asunto:         Admite Demanda 

   

Subsanada la falencia advertida en el auto anterior, por ser competente el 
Despacho y por reunir los requisitos establecidos en los artículos 162 y siguientes 

del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 
(CPACA), SE ADMITE la demanda; de igual manera, de acuerdo al contenido de 

la demanda y la solicitud hecha en la misma, se considera necesario vincular 
como tercera interesada a la UNIDAD ADMINSITRATIVA ESPECIAL DIRECCION 
DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES - DIAN, conforme al numeral 3° del 

artículo 171 ibídem, en consecuencia, se dispone:  
   

1.º Notifíquese por estado esta providencia a la parte actora de conformidad a 
lo dispuesto en el Artículo 201 del C.P.A.C.A   

  
2.º Notifíquese personalmente esta providencia y córrase traslado de la 

demanda a la accionada NACIÓN -COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-
CNSC., de conformidad con el artículo 199 de C.P.A.C.A, adjuntando copia de la 

presente providencia. 
 

3.° Vincular y notificar personalmente como tercera interesada a la UNIDAD 
ADMINSITRATIVA ESPECIAL DIRECCION DE IMPUESTOS Y ADUANAS 

NACIONALES - DIAN, conforme al numeral 3° del artículo 171 ibídem.  
 

4.° Notifíquese personalmente esta decisión al Señor Agente del Ministerio 
Público y al director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado, en 

los términos del artículo 612 del Código General del Proceso.  
  



5.º Córrase traslado por el término de 30 días para los efectos previstos en el 

Artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr a partir del día siguiente, 
de vencidos los dos (2) días hábiles después del envío del mensaje de datos a 

los correspondientes buzones electrónicos, conforme con lo dispuesto en el 
artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con el artículo 48 de la 

Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la Ley 1437 de 2011. 
 

6.º Adviértase a la parte demandada que de conformidad con el Artículo 175 
parágrafo primero del C.P.A.C.A., modificado por los artículos 37 y 38 de la Ley 

2080 de 2021, dentro del término de la contestación de la demanda deberá 
allegar la totalidad de las pruebas que se encuentren en su poder y que pretenda 

hacer valer en el proceso, así como los antecedentes administrativos que dieron 
origen al acto acusado. Señálese que la inobservancia de estos deberes 

constituye falta disciplinaria gravísima del funcionario encargado del asunto, en 
los términos del inciso 3 del parágrafo primero del precitado artículo.  

 
7.º Prevéngase a la demandada que la contestación de la demanda, deberá 
remitirse en formato PDF por el canal digital 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes datos:  
i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. De la contestación 

de la demanda deberá remitirse copia a los demás sujetos procesales, por lo que 
el término de tres (3) días de traslado de las excepciones que se llegaren a 

formular, se entenderá surtido dos (2) días hábiles después de efectuarse el 
respectivo mensaje de datos al canal digital informado por el demandante, de 

acuerdo a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 2080 de 2021 que adicionó el 
artículo 201 a Ley 1437 de 2011.  

  
8.º Se reconoce personería al Dr. José Fernando Baracaldo Gallego, identificado 

con cédula de ciudadanía 7.549.217 de Armenia y T. P. 113.477 expedida por el 
C.S.J para que actúe en nombre propio, en calidad de parte demandante.   

 

 
NOTIFÍQUESE1 Y CÚMPLASE. 

   
 

 
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 
1
 jfbaracaldo@hotmail.com notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co notificacionesjudicialesdian@dian.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de Febrero de dos mil veintitrés (2023)  

  

Proceso           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:     110013335 027 2022 00239 00 

Demandante:   JOSE FERNANDO BARACALDO GALLEGO 

Demandado:    NACIÓN -COMISIÓN NACIONAL DEL SERVICIO CIVIL-CNSC. 

Vinculada:        UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DIRECCIÓN DE 

IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES -DIAN 

Asunto:         Corre Traslado Medida Cautelar  

 

De conformidad con lo dispuesto en el inciso 2 del artículo 233 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, córrase 

traslado por el término de cinco (5) días, a la parte demandada de la solicitud 

de medida cautelar formulada por la parte demandante, para que se pronuncie 

sobre la misma, en escrito separado al de la contestación de la demanda. 

Adviértase que contra la presente decisión no procede recurso alguno.  

 

 
NOTIFÍQUESE1 Y CÚMPLASE. 

  
 

 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 
 

 
1 A los siguientes correos electrónicos:  

jfbaracaldo@hotmail.com    notificacionesjudiciales@cnsc.gov.co  notificacionesjudicialesdian@dian.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 
   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  
Proceso            DEMANDA EJECUTIVA  

Radicación:      110013335029 2022 00301 00 
Demandante:   ADAULFO CASIMIRO ARIAS COTES 

Demandado:    ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES        
       COLPENSIONES 

Asunto:         Rechaza demanda por indebida subsanación  
 

 
En efecto como se indica en el informe secretarial que antecede, la demanda fue 

inadmitida mediante auto de fecha 04 de noviembre de 2022, la cual fue 
subsanada mediante memorial presentado en fecha 18 de noviembre de 2022 a 

través del correo electrónico adaulfoariasc@gmail.com, por lo tanto, procede 
este Juzgado a resolver sobre la admisión de la misma en los siguientes 

términos: 
 

El Doctor Adaulfo Casimiro Arias Cotes, abogado en ejercicio, identificado con 
C.C. No. 7.007.242 de Bogotá y T.P. No. 17.802 del C.S. de la J., actuando en 

nombre propio, presentó demanda ejecutiva en contra de Colpensiones, para 
que se libre mandamiento de pago a su favor por la suma de $474.205.230.18, 

como consecuencia de la figura del silencio administrativo positivo originado por 
la no respuesta al Recurso de Apelación subsidiariamente concedido en la 

Resolución No. SUB-30015 del 4 de abril de 2017 y, por medio de la cual se 
confirmó la Resolución No. SUB 4371 del 9 de marzo de 2017, que negó la 

reliquidación de la pensión de vejez al accionante.  
 

Examinada la demanda y el escrito de subsanación a efectos de determinar el 
cumplimiento de los requisitos señalados en el auto inadmisorio conforme lo 
ordena la ley, se observa que en el mismo se le indicó al actor adecuar el medio 

de control al de nulidad y restablecimiento del derecho, teniendo en cuenta que 
la acción ejecutiva no es el medio judicial idóneo para perseguir las pretensiones 

de la demanda, pues, se itera, a las solicitudes de reliquidaciones pensionales 
no le es aplicable el silencio administrativo positivo y, por tanto, en virtud de lo 

previsto en el artículo 297 del CPAPCA1, no se cuenta con un titulo ejecutivo 

 
1Para los efectos de este Código, constituyen título ejecutivo: 

 

1. Las sentencias debidamente ejecutoriadas proferidas por la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, 

mediante las cuales se condene a una entidad pública al pago de sumas dinerarias. 



donde conste una obligación clara, expresa y exigible a cargo de la accionada, 

que permita a esta operadora judicial librar orden de apremio. 
 

De otro lado, el medio de control de nulidad y restablecimiento está instituido 
para la revisión de la legalidad de actos administrativos expresos y fictos, para 

los casos en los que la administración no otorga una respuesta al ciudadano 
solicitante.   

 
Así las cosas, si bien el actor presentó en su oportunidad el escrito de 

subsanación, no se observa que se haya adecuado el medio de control tal y como 
se indicó en el auto inadmisorio; por ello, la demanda no fue subsanada en 

debida forma, por lo que se rechazará la misma de conformidad con el numeral 
2 del artículo 169 del CPACA.  

 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO SESENTA Y SIETE ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 
 

RESUELVE 

 
PRIMERO: RECHAZAR la presente demanda EJECUTIVA presentada por 

Adaulfo Casimiro Arias Cotes, en contra de la Administradora Colombiana De 
Pensiones- COLPENSIONES, conforme lo expuesto en la parte motiva.  

 
SEGUNDO: En firme este auto, archivar el expediente dejando las constancias 

a que hubiere lugar en el Sistema Siglo XXI. 
 

NOTIFÍQUESE2 Y CÚMPLASE. 
   

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
 

 
2. Las decisiones en firme proferidas en desarrollo de los mecanismos alternativos de solución de conflictos, 
en las que las entidades públicas queden obligadas al pago de sumas de dinero en forma clara, expresa y 

exigible. 

3. Sin perjuicio de la prerrogativa del cobro coactivo que corresponde a los organismos y entidades públicas, 

prestarán mérito ejecutivo los contratos, los documentos en que consten sus garantías, junto con el acto 

administrativo a través del cual se declare su incumplimiento, el acta de liquidación del contrato, o cualquier 

acto proferido con ocasión de la actividad contractual, en los que consten obligaciones claras, expresas y 

exigibles, a cargo de las partes intervinientes en tales actuaciones. 

4. Las copias auténticas de los actos administrativos con constancia de ejecutoria, en los cuales conste el 

reconocimiento de un derecho o la existencia de una obligación clara, expresa, y exigible a cargo de la 
respectiva autoridad administrativa. La autoridad que expida el acto administrativo tendrá el deber de hacer 

constar que la copia auténtica corresponde al primer ejemplar. 
2 A los siguientes correos electrónicos:  
adaulfoariasc@gmail.com  notificacionesjudiciales@colpensiones.gov.co pnospina@colpensiones.gov.co  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:     11001-33-42-067-2022-00115-00 

Demandante:  AVEYANET CRUZ SOLER 

Demandado: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES   

Controversia:  Reajuste asignación de retiro 

Asunto:        Remite por competencia territorial  
 

I. ASUNTO 

 

En ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho el 

señor AVEYANET CRUZ SOLER, a través de apoderada judicial, presenta 

demanda en contra la Caja de Retiro de las Fuerzas Militares, a fin de que se 

declare la nulidad del oficio No. 75708 del 19 de septiembre de 2022; a través 

del cual, se negó la reliquidación y reajuste de la asignación de retiro teniendo 

en cuenta el 70% de la partida de subsidio familiar.  

 

De igual manera, en el poder que se aporta con la demanda y, en documentos 

anexos a la misma, se logra colegir que el señor AVEYANET CRUZ SOLER reside 

en el municipio de Tunja- Boyacá.  

 

II. CONSIDERACIONES  

 

El artículo 156 del CPACA prevé que para la determinación de la competencia 

por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  

  
“Artículo 156.Competencia por razón del territorio. Para la determinación 

de la competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:  
  



1. (…).  

2. (…).  

3. En los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de carácter laboral se 
determinará por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los 

servicios. Cuando se trate de derechos pensionales se determinará por el 

domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga 

sede en dicho lugar”.  (Subrayado fuera del texto original) 

 
Por su parte, el Acuerdo No. PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020, 
mediante el cual se crearon los Circuitos Judiciales Administrativos en el 

Territorio Nacional”, prevé:  
  

“Artículo 1. - Creación los siguientes circuitos judiciales administrativos. 
Crear los siguientes circuitos judiciales administrativos. 

  

6. DISTRITO JUDICIAL ADMINISTRATIVO DE BOYACÁ: 

  
6.3. Circuito Judicial Administrativo de Tunja, con cabecera en el municipio de 

Tunja y con comprensión territorial en los siguientes municipios:.(…).”  

  

De acuerdo con la normativa antes citada, la competencia de los Juzgados 
Administrativos en los asuntos de nulidad y restablecimiento del derecho de 

carácter laboral se determinará por el último lugar donde se prestaron o 
debieron prestarse los servicios y, cuando se trate de derechos pensiónales se 

determinará por el domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad 
demandada tenga sede en dicho lugar.  
 

En consecuencia, dado que en el expediente existe prueba documental1 que 
indica que la demandante se encuentra domiciliada en la ciudad de Tunja y no 

en Bogotá, este Despacho carece de competencia por factor territorial para 

conocer el presente medio de control.   

   
Es así, que en aplicación a lo previsto en los artículos 156 del CPACA y 1° del 
Acuerdo PSAA 06-3321 del 09 de febrero de 2006, expedido por el Consejo 
Superior de la Judicatura, se hace necesario remitir el expediente al Circuito 

Judicial Administrativo de Tunja para que, por competencia, conozca del 

presente asunto.   

 
 

 
RESUELVE  

 

 
PRIMERO: DECLARAR la falta de competencia por factor territorial para 

conocer, tramitar y decidir la presente controversia.  

   
SEGUNDO: ENVIAR el expediente a la Oficina de Apoyo de los Juzgados 
Administrativos para que remita el proceso a los Juzgados Administrativos del 

 
1 Archivo 03 Anexos.pdf  folios 9 y 11 (hoja de servicios y solicitud reconocimiento cesantías por retiro).  



Circuito Judicial de Tunja - Reparto, por ser de su competencia, de acuerdo con 

lo expuesto en la parte motiva,   
  

TERCERO: DEJAR las respectivas constancias en el Sistema Siglo XXI.   

 

 
NOTIFÍQUESE2 Y CÚMPLASE. 

 

 
  

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
2 Demandante: kathepaca@yahoo.es; faveyan@hotmail.com; 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 45 067 2022 00118 00 

Demandante:  CARMEN LILIANA QUINTERO SERRANO 

Demandado: RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 

la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 
incursa en causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante en su escrito de demanda1 se declare la nulidad 
de las Resoluciones 6134 del 10 de julio de 2018 y RH-0110 del 11 de enero de 

2022 y como restablecimiento del derecho el reconocimiento y pago de la 
Bonificación de Actividad Judicial como factor salarial de conformidad con el 

Decreto 0383 de 2013 y desarrollada  mediante  los  Decretos  Salariales  anuales  
de  la  Rama  Judicial  (Decretos números 1269 de 2015, 246 de 2016, 1014 de 

2017, 340 de 2018,992 de 2019,y decreto 442   de   2020 y   normas   
concordantes. 

 
De conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al establecer las 

causales de impedimento y recusación para los jueces administrativos, remite a 
las consagradas en el artículo 141 del Código General del Proceso, entre las que 

se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su cónyuge, compañero 
permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 

consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 
proceso” subrayado fuera del texto. 

 

 
1 ver archivo 01Demanda del expediente digital. 



Por otra parte, el Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 734 de 2002, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial en el artículo 196 determina que constituye falta 

disciplinaria, entre otros, la inobservancia de los impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:   
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 
incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 

inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 
gravísimas las contempladas en este código. 

 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 
Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 40, tiene como regla de 

obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 
 

“(…) 

 
Artículo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por la demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 
Decreto 383 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 

funcionarios de la Rama Judicial, respectivamente, resulta evidente que el 
reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 

funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 
de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 

impedimento de carácter general.   
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 



de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.   
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 
existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 
único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

 
“(…) 



 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 
 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021.  

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto.  

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57.  

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio.  
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 



similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 

juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 

de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 
providencia. 

 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 

CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 
para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 

 
QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 
las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 
SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 



 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE2. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
2 Demandante: yolagar70@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 Proceso           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:     11001-33-42-067-2022-00126-00 

Demandante:  JOHN HUMBERTO PEREA RIASCOS 

Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL 

Controversia:  Reajuste Pensión Invalidez 

Asunto:        Admite demanda 
 

Teniendo en cuenta el informe de Secretaría que antecede procede este 

Despacho a resolver sobre la admisión de la demanda. 

 

Por reunir los requisitos establecido en los artículos 162 y siguientes del 

Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA), SE ADMITE la demanda de la referencia y, en 

consecuencia, se dispone: 

  

1.º Notifíquese por estado esta providencia a la parte actora de 

conformidad a lo dispuesto en el Artículo 201 del C.P.A.C.A  

 

2° Notifíquese personalmente esta providencia y córrase traslado de la 

demanda al MINISTRO DE DEFENSA NACIONAL, o a quien haya delegado 

para tal función; de conformidad con el artículo 199 de C.P.A.C.A, adjuntando 

copia de la demanda y de la presente providencia. 

 

3° Notifíquese personalmente esta decisión al Señor Agente del Ministerio 

Público y al Director de la Agencia Nacional de Defensa Jurídica del 

Estado, en los términos del artículo 612 del Código General del Proceso. 

 



4.º Córrase traslado por el término de 30 días para los efectos previstos 

en el Artículo 172 del C.P.A.C.A., el cual comenzará a correr a partir del 

día siguiente, de los dos (2) días hábiles después del envío del mensaje 

de datos a los correspondientes buzones electrónicos, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 172 de la Ley 1437 de 2011, en concordancia con 

el artículo 48 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el artículo 199 de la 

Ley 1437 de 2011. 

 

5.º Adviértase a la parte demandada que de conformidad con el Artículo 

175 parágrafo primero del C.P.A.C.A., modificado por los artículos 37 y 

38 de la Ley 2080 de 2021, dentro del término de la contestación de la 

demanda deberá allegar la totalidad de las pruebas que se encuentren en 

su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, así como los 

antecedentes administrativos que dieron origen al acto acusado. Señálese 

que la inobservancia de estos deberes constituye falta disciplinaria 

gravísima del funcionario encargado del asunto, en los términos del inciso 

3 del parágrafo primero del precitado artículo. 

 

6.º  Prevéngase a la demandada que de la contestación de la demanda 

deberá remitirse copia a los demás sujetos procesales, por lo que el 

término de tres (3) días de traslado de las excepciones que se llegaren a 

formular, se entenderá surtido dos (2) días hábiles después de efectuarse 

del respectivo mensaje de datos al canal digital informado por el 

demandante, de acuerdo a lo previsto en el artículo 51 de la Ley 2080 de 

2021 que adicionó el artículo 201 a Ley 1437 de 2011. 

 

7.º Se reconoce personería al Dr. (a) JOSE  GERMAN  GALLEGO  URREA, 

identificada con la C.C N° 75.004.221 y portadora de la T.P. No. 237.837 

del C.S.J..,   como  apoderado del  demandante conforme al poder 

allegado con la demanda.  

 

8° Advertir a las partes, que cualquier memorial con destino a este 

proceso, deberá remitirse en formato PDF por el canal digital 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co con indicación de los siguientes 

datos:  i) número de expediente, ii) partes del proceso y, iii) asunto. 

Además de conformidad con lo establecido en el numeral 14 del artículo 

78 del Código General del Proceso, deberán enviar a los demás sujetos 

procesales a través de los medios electrónicos correspondientes copia de 



los memoriales o actuaciones que realicen, en el término legal establecido 

para ello. 

 
NOTIFÍQUESE1 Y CÚMPLASE. 
 

 
  

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Jueza  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 abogado.germangallego@gmail.com. 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 45 067 2022 00129 00 

Demandante:  HILDA MARGOTH MORA REYES 

Demandado: RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 

la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 
incursa en causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 

numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante en su escrito de demanda se declare la nulidad 

de las Resoluciones DESAJBOR22-2037 del 20 de abril de 2022 Y RH-4243 del 
26 de mayo de 2022 y como restablecimiento del derecho el reconocimiento y 
pago de la Bonificación de Actividad Judicial como factor salarial de conformidad 

con el Decreto 0383 de 2013 y decretos modificatorios. 
 

De conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al establecer las 
causales de impedimento y recusación para los jueces administrativos, remite a 

las consagradas en el artículo 141 del Código General del Proceso, entre las que 
se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su cónyuge, compañero 

permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 

proceso” subrayado fuera del texto. 
 

Por otra parte, el Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 734 de 2002, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial en el artículo 196 determina que constituye falta 
disciplinaria, entre otros, la inobservancia de los impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:   



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 40, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por la demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 383 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Rama Judicial, respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.   

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.   
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 



“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 
trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 



operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 
(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021.  
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 

mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 

reparto.  
 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57.  
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 
fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio.  

 
A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 

Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 
ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 



seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 

Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 
y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 

 
1 Demandante: klaracuervo@hotmail.com;  



 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 45 067 2022 00133 00 

Demandante:  SANDRA JIMENA SALAZAR GARCÍA 

Demandado: RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 

la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 
incursa en causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 

numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante en su escrito de demanda se declare la nulidad 

de las Resoluciones 8424 de 26 de noviembre de 2019; 9004 de 30 de diciembre 
de 2019; y RH3989 de   4   de   mayo   de   2022, y como restablecimiento del 
derecho el reconocimiento y pago de la Bonificación de Actividad Judicial como 

factor salarial. 
 

De conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al establecer las 
causales de impedimento y recusación para los jueces administrativos, remite a 

las consagradas en el artículo 141 del Código General del Proceso, entre las que 
se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su cónyuge, compañero 

permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 

proceso” subrayado fuera del texto. 
 

Por otra parte, el Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 734 de 2002, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial en el artículo 196 determina que constituye falta 
disciplinaria, entre otros, la inobservancia de los impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:   



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 40, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por la demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 383 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Rama Judicial, respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.   

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.   
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 



“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 
trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 



operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 
(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021.  
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 

mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 

reparto.  
 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57.  
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 
fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio.  

 
A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 

Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 
ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 



seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 

Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 
y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
1 Demandante: ricardoalvarezabogados@gmail.com;  



 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2022 00144 00 

Demandante:  OSCAR DARIO BURGOS LUGO 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  

 
1. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

20225920010521 del 14 de junio de 2022, por medio de la cual se 
negó el reconocimiento de la bonificación judicial como factor 

salarial. 
2. Que a título de restablecimiento se reconozca y pague todas las 

prestaciones sociales, salariales y laborales,  teniendo  como  base  
para  la  liquidación,  el  100%  de  su remuneración  básica mensual  

legal,  incluyendo  por  tanto,  con  carácter  salarial  el 30% de su 
sueldo básico, que la Fiscalía General de la Nación ha tomado de 

este para denominarlo prima especial sin carácter salarial. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 
 

“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 
y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 



judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 

en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 

2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 

impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 

por las razones que ellos exponen. 
 

 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 
 

“(…) 

 



ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento y pago de la prima especial mensual 
equivalente al 30% del salario básico prevista en el artículo 14 de la Ley 4º de 

1992, están encaminados tanto a empleados como a los funcionarios de la 
Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica: 
 

 
“(…) 

 
Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 



 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 
1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 
fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 
juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 
que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 
 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el artículo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 
procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 
reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 



A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 

respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 

continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 

juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 



 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 
de la República el reconocimiento de la prima especial como remuneración con 

carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a dicha prima reconocida a los 
funcionarios de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge 

en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 

y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 
caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 

sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 
oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 

Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 

de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 
providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 



copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 
SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: Wilson.rojas10@hotmail.com; 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 45 067 2022 00148 00 

Demandante:  MARIA    ALEJANDRA    CENTENO    MENDOZA 

Demandado: RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 

la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 
incursa en causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante en su escrito de demanda se declare la nulidad 
de las Resoluciones DESAJBOR22-2125  del  27  de  abril  de 2022, RH-4243 del 

26 de mayo de 2022 y, como restablecimiento del derecho el reconocimiento y 
pago de la Bonificación de Actividad Judicial como factor salarial de conformidad 

con el Decreto 0383 de 2013 y decretos modificatorios. 
 

De conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al establecer las 
causales de impedimento y recusación para los jueces administrativos, remite a 

las consagradas en el artículo 141 del Código General del Proceso, entre las que 
se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su cónyuge, compañero 

permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 

proceso” subrayado fuera del texto. 
 

Por otra parte, el Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 734 de 2002, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial en el artículo 196 determina que constituye falta 
disciplinaria, entre otros, la inobservancia de los impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:   



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 40, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por la demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 383 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Rama Judicial, respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.   
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.   
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 



 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 
existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 
único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 
  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 
PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 



operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 
(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021.  
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto.  

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57.  
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio.  
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 



seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 

Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 
y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

 
1 Demandante: klaracuervo@hotmail.com;  
 



  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2022 00156 00 

Demandante:  JUAN CARLOS GALEANO GALINDO 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  

 
1. Que se inaplique por inconstitucional e ilegal, el artículo 1 del 

Decreto 0382 del 2003.   
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

20203100028431 Oficio N°DAP-30110 del 30 de diciembre de 2020 
y, Resolución  N°2-0393del 26de Abril  de  2021 , por medio de los 

cuales se negó el reconocimiento de la bonificación judicial  como 
factor salarial. 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 
como factor salarial para liquidar prestaciones sociales y en 

consecuencia se reliquiden dichas prestaciones debidamente 
indexadas a partir del 1 de enero de 2013 hasta que se haga efectivo 

el reconocimiento y pago. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992 
 



“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 
reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 
bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 

del asunto con el siguiente sustento: 
 

 (…) 
 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 

el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 

lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 
en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 

Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 

Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 
establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 

 
También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 

242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:    



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 

evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 
intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 

normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 
de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 



 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 
existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 
único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 
  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 

determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 
PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 



(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 

mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 
fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 

 
A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 

Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 
ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 
seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 



Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 
de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 

con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 
a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 

sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 
oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 

Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 



informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 
SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: leonardoherrera@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2022 00164 00 

Demandante:  CARLOS  ALBERTO  ROBLES  GARCIA 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  

 
1. Que se inaplique por inconstitucional e ilegal, el artículo 1 del 

Decreto 0382 del 2003.   
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

radicado  N°20195920007611,  Oficio  N°GSA-30860  del 13 de junio 
de 2019 y, Radicado SRACE-SAJGA –N°20191190098432 del 21 de 

junio de 2019, por medio de los cuales se negó el reconocimiento 
de la bonificación judicial  como factor salarial. 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 
como factor salarial para liquidar prestaciones sociales y en 

consecuencia se reliquiden dichas prestaciones debidamente 
indexadas a partir del 1 de enero de 2013 hasta que se haga efectivo 

el reconocimiento y pago. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992 
 



“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 
reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 
bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 

del asunto con el siguiente sustento: 
 

 (…) 
 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 

el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 

lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 
en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 

Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 

Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 
establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 

 
También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 

242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:    



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 

evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 
intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 

normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 
de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 



 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 
existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 
único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 
  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 
fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 

determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 
PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 



(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 

mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 
fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 

 
A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 

Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 
ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 
seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 



Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 
de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 

con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 
a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 

sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 
oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 

Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 



informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 
SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: leonardoherrera@gmail.com;  

 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 

ORALIDAD  
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  

-SECCIÓN SEGUNDA- 
 
Por anotación en estado electrónico No. 02 de fecha 

14/02/2023 fue notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 

AM.  
 

11001 33 45 067 2022 00164 00 

Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Proceso           NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:     11001 33 42 067 2023 00001 00 

Demandante:  FANOR PONCE ALMENDRAS 

Demandado:   NACIÓN MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

EJÉRCITO NACIONAL 

Controversia:  Subsidio familiar  

Asunto:    Ordena Requerir previo 

   

Previo a avocar el conocimiento de la presente demanda y con el fin de 
determinar la competencia territorial, por secretaria del Juzgado, ofíciese 
a la entidad demandada o la entidad respectiva, para que allegue con 

destino a ésta Dependencia Judicial constancia en la que se indique el 
último lugar, en donde el Soldado Profesional FANOR PONCE ALMENDRAS 
identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 10.474.243, presta o prestó 

sus servicios, indicando explícitamente el municipio y departamento.   
 
La anterior información deberá allegarse en el término de diez (10) 

días hábiles siguientes al recibo del oficio que se libre para tal 
efecto,   
 

Cumplido lo anterior ingrese el proceso al despacho de manera inmediata 

para proveer según corresponda.  

  

 
NOTIFÍQUESE1 Y CÚMPLASE. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 
1 A los siguientes correos electrónicos:  
Demandante: Rojasyvalenciaabogados@gmail.com;  
 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  
-SECCIÓN SEGUNDA- 

   
Por anotación en estado electrónico No. 02 de fecha 14/02/2023 fue 
notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 AM.  
   

              11001 33 42 067 2023 00001 00 



 

 

 

 

 

Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante

Juez

Juzgado Administrativo
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 45 067 2023 00005 00 

Demandante:  LUIS  FROILÁN  ZULUAGA HERREÑO 

Demandado: RAMA JUDICIAL DIRECCIÓN EJECUTIVA DE 

ADMINISTRACIÓN JUDICIAL  

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 

la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 
incursa en causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 

numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante en su escrito de demanda se declare la nulidad 

de las Resoluciones RH-5046 de 22 de agosto de 2022,  5630 de 7 de octubre 
de 2022 y como restablecimiento del derecho el reconocimiento y pago de la 
Bonificación de Actividad Judicial como factor salarial de conformidad con el 

Decreto 0383 de 2013. 
 

De conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al establecer las 
causales de impedimento y recusación para los jueces administrativos, remite a 

las consagradas en el artículo 141 del Código General del Proceso, entre las que 
se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su cónyuge, compañero 

permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto grado de 
consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o indirecto en el 

proceso” subrayado fuera del texto. 
 

Por otra parte, el Código Único Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 734 de 2002, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial en el artículo 196 determina que constituye falta 
disciplinaria, entre otros, la inobservancia de los impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:   



 
“(…) 
 

ARTÍCULO 196. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 40, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 40. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por la demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 383 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Rama Judicial, respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.   

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.   
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 



“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 
trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 



operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 
(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 
como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 

instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021.  
 

Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 
tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 

mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 
operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 

reparto.  
 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57.  
 

Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 
Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 

Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 

régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 
fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio.  

 
A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 

Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 
ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 



seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 

octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 

Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 
y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
 

 
 
 



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 

 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: jalmanzat@hotmail.com;  

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD  

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTA D.C.  
-SECCIÓN SEGUNDA- 

 
Por anotación en estado electrónico No. 02 de fecha 
14/02/2023 fue notificado el auto anterior. Fijado a las 8:00 

AM.  
 

11001 33 45 067 2023 00005 00 

Firmado Por:

Gissell Nathaly Milan Infante

Juez

Juzgado Administrativo

067

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: af3db146b16db173a43a4fb1ed9236e45ce9089b59e5afec703ebe8266dc155a

Documento generado en 13/02/2023 08:41:45 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 
 

JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00008 00 

Demandante:  YESID LOZANO ROJAS 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Que se inaplique por inconstitucional e ilegal, el artículo 1 del 
Decreto 0382 del 2003.   

2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

20223100033731 del 19 de septiembre de 2022 y la resolución 2-
1916 del 5 de diciembre de 2022, por medio de los cuales se negó 

el reconocimiento de la bonificación judicial  como factor salarial. 
3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 

como factor salarial. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 

 
“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 



Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 
bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 

Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 
establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 

administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 
del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 

cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 



intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 

evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 
intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 

normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 
de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 



existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 

determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 
 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 



régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 



de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 

con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 
a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 

y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 
caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 

acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 

de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 
providencia. 

 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 



 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: leonardoherrera@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00021 00 

Demandante:  ORLANDO  RODRIGUEZ  SANTOS 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  

 
1. Que se inaplique por inconstitucional e ilegal, el artículo 1 del 

Decreto 0382 del 2003.   
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

Radicado N°20183100076561 oficio N°DAP-30110 del 28 de 
noviembre 2018 y Resolución N°. 2 –0182 del 28 de Enero de 2019, 

por medio de los cuales se negó el reconocimiento de la bonificación 
judicial  como factor salarial. 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 
como factor salarial. 

 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992 
 

“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 

judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 



salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 
reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 

del asunto con el siguiente sustento: 
 

 (…) 
 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 

el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 

lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 
en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 

Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 

 
También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 

242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 
incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 



inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 
gravísimas las contempladas en este código. 

 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 
Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 

obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 
 

“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 

Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 
por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 

como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 
Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 

funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 
evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 

intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 
normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 

de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 
consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  

 
Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 

Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 
Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 

 
“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 



1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 
ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 
Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 



Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 

continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 



De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 

reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 
demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 

de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 
con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 

cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 

a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 

 
De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 

instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 
estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
 

PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 
conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 

del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
 

SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 
Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-

12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 

CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 
para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 

 
QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 
las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 

informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 
fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 

copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 



Juzgado Administrativos al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 
posterior reenvío a este juzgado. 

 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: leonardoherrera@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00023 00 

Demandante:  IVAN ACOSTA GARCÍA 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 
interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 

 
Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  

 
1. Que se inaplique por inconstitucional e ilegal, el artículo 1 del 

Decreto 0382 del 2003.   
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

OFICIO 20223100034361 del 22 de septiembre de 2022 y el acto 
administrativo negativo ficto configurado por el recurso de apelación 

interpuesto contra el oficio anterior, por medio de los cuales se negó 
el reconocimiento de la bonificación judicial como factor salarial. 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca y page desde el 1° de 
enero de 2013 hasta que se haga efectivo el pago, la bonificación 

judicial como factor salarial. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 
 

“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 
y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 



judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 

en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 

2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 

impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 

por las razones que ellos exponen. 
 

 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 

 
ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 



incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 

inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 
Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 

 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 
Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 

obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 
 

“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 

Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 
por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 

como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 
Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 

funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 
evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 

intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 
normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 

de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 

análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 
servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 

tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 
en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 

de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 
consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  

 
Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 

Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 
Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 

 
“(…) 

 
Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 



1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 
ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 
Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 



Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 

continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 



De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 

reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 
demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 

de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 
con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 

cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 

a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 

 
De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 

instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 
estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
 

PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 
conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 

del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
 

SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 
Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-

12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 

CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 
para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 

 
QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 
las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 

informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 
fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 

copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 



Juzgado Administrativos al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 
posterior reenvío a este juzgado. 

 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: estebanperdomo28@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00029 00 

Demandante:  LIZETH XIOMARA VARGAS PULIDO 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 
Resolución No. DAP 30110 oficio 20223100031701 del 06 de 
septiembre de 2022 y la Resolución No. 22086 del 30 de diciembre 

de 2022, por medio de los cuales se negó el reconocimiento de la 
bonificación judicial como factor salarial. 

2. Inaplicar por inconstitucional el artículo 1° del Decreto 382 de 2013. 
3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 

como factor salarial. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 

 
“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 



Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 
bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 

Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 
establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 

administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 
del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 

cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 



intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 

evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 
intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 

normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 
de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 



existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 

determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 
 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 



régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 



de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 

con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 
a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 

y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 
caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 

acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 

de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 
providencia. 

 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 



 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: estebanperdomo28@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00030 00 

Demandante:  KELLY CRISTINA GUERRA AMADOR 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Inaplicar por inconstitucional el artículo 1° del Decreto 382 de 2013 
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

Oficio 202231001311875 del 29 de septiembre de 2022 y la 

Resolución 21722 del 8 de noviembre de 2022, por medio de los 
cuales se negó el reconocimiento de la bonificación judicial como 

factor salarial. 
3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 

como factor salarial, a partir del 1° de febrero de 2017 hasta que se 
haga efectivo el pago. 

 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992 
 

“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 

judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 



salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 
reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 

del asunto con el siguiente sustento: 
 

 (…) 
 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 

el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 

lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 
en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 

Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 

 
También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 

242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 
incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 



inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 
gravísimas las contempladas en este código. 

 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 
Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 

obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 
Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 

funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 
evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 

intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 
normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 

de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 



1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 
ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 
Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 



Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 

continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 



De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 

reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 
demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 

de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 
con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 

cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 

a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 

 
De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 

instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 
estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
 

PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 
conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 

del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
 

SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 
Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-

12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 

CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 
para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 

 
QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 
las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 

informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 
fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 

copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 



Juzgado Administrativos al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 
posterior reenvío a este juzgado. 

 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: estebanperdomo28@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00033 00 

Demandante:  CLAUDIA PATRICIA MONJE CÁRDENAS 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 
20225920015141 del 29 de agosto de 2022, y la Resolución 1219 
del 12 de octubre de 2022 por medio de la cual se negó el 

reconocimiento y pago del equivalente al 30% del salario mensual 
de la prima especial 

2. Inaplicar las normas reglamentarias de la prima especial de servicios 
proferidas con posterioridad al año 2007 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca y pague todas las 
prestaciones sociales, salariales y laborales,  teniendo  en cuenta el 

30% de la prima especial. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 

 
“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 



judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 
Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 
dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 

en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 
RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 

2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 

impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 
planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 

por las razones que ellos exponen. 
 

 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 
 

“(…) 

 



ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento y pago de la prima especial mensual 
equivalente al 30% del salario básico prevista en el artículo 14 de la Ley 4º de 

1992, están encaminados tanto a empleados como a los funcionarios de la 
Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta evidente que el 

reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los intereses de todos los 
funcionarios que están asegurados en la misma normatividad, dada la posibilidad 

de pedir el mismo derecho; escenario en virtud de la cual nace una causal de 
impedimento de carácter general.  

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica: 
 

 
“(…) 

 



Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  
 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el artículo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 

debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 
ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 
Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 



 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 

Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 
reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 

de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 
procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 

Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 
 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 

Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 
Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 

transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 
seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 



Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 
de la República el reconocimiento de la prima especial como remuneración con 

carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a dicha prima reconocida a los 
funcionarios de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la Nación, converge 

en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 

sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 
oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 

Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 

TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 
juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 

 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 



informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 
 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: Wilson.rojas10@hotmail.com; 
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00037 00 

Demandante:  EDGAR ARNULFO GARZON GUILLERMO 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Inaplicar por inconstitucional el artículo 1° del Decreto 382 de 2013 
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

Oficio 20226110221822 del 23 de junio de 2022 y la Resolución 2-

1012 del 22 de julio de 2022, por medio de los cuales se negó el 
reconocimiento de la bonificación judicial como factor salarial. 

3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 
como factor salarial, a partir del 1° de enero de 2013 hasta que se 

haga efectivo el pago. 
 

 
De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 

0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 
1992 

 
“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 
Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 

el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 
judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 

salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 



Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 

reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 
mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 

cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 
 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 

inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 
bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 

Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 
del asunto con el siguiente sustento: 

 
 (…) 

 
En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 

Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 
el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 

consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 
lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 

en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 
Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 

Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 
establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 

administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 
del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 

cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 
grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 

indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 
 

También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 
consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 

funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 
242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 

intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 
 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 

incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 
inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 



intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 

gravísimas las contempladas en este código. 
 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 

Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 
obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 

Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 
funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 

evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 
intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 

normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 
de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  

 
En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 

carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 
del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 

 
Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 

1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 



existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 

dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 
devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 

que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 
para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  

2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 
expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 

conjuez para el conocimiento del asunto. 

 
(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 

determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 
en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 

su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 
 

De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 
PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 

labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 
contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 

Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 
al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 
Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 

despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 
reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 

acuerdo, dispone: 
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  
 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 

Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 
prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 

operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 
 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 

Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 
Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 



régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 

mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 
continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo d ellos 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 

por reparto. 
 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 

De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 
reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 

demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 



de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 

con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 
cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 

del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 
a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 

Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 
 

De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 
instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 

estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 

y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 
caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 

acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 
 

En consecuencia, 
 

RESUELVE 
 

 
PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 

conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 
del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 

 
SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 

Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-
12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 

de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 
providencia. 

 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 
CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 
establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 

las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 
informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 

fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 
copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 

Juzgado Administrativos al correo electrónico 
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 

posterior reenvío a este juzgado. 



 

SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 

  
 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: estebanperdomo28@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 

SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

  

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

Radicación:   11001 33 42 067 2023 00040 00 

Demandante:  JAIME ARMANDO DUARTE FUENTES 

Demandado: NACIÓN-FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Controversia:  Impedimento de Bonificación Judicial. 

Asunto:   Remite por competencia. 

 

Encontrándose el proceso para decidir sobre su admisión, si no se advirtiera que 
la suscrita Juez, al igual que sus homólogos jueces administrativos, estamos 

incurso de una causal de impedimento y conflicto de intereses, dispuesta en el 
numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, pues nos asiste 

interés directo en el resultado del asunto citado en la referencia. 
 

Pretende la parte demandante entre otras peticiones,  
 

1. Inaplicar por inconstitucional el artículo 1° del Decreto 382 de 2013 
2. Que se declare la nulidad de los actos administrativos números 

Oficio No. 20183100078261 del 3 de diciembre de 2018,y de la 

Resolución No. 2 0794  del  5 de abril de 2019,  por medio de los 
cuales se negó el reconocimiento de la bonificación judicial como 

factor salarial. 
3. Que a título de restablecimiento se reconozca la bonificación judicial 

como factor salarial, a partir del 1° de enero de 2013 hasta que se 
haga efectivo el pago. 

 
 

De acuerdo con la anterior pretensión, el despacho trae el artículo 1º del Decreto 
0382 de 2013 el cual desarrolla las normas generales señaladas en la Ley 4 de 

1992 
 

“ARTÍCULO 1. Creáse (sic) para los servidores de la Fiscalía General de la 

Nación a quienes se aplica el régimen salarial y prestacional establecido en 
el Decreto 53 de 1993, y que vienen rigiéndose por el decreto 875 de 2012 

y por las disposiciones que lo modifiquen o sustituyan, una bonificación 

judicial, la cual se reconocerá mensualmente y constituirá únicamente factor 



salarial para la base de cotización al Sistema General de Pensiones y al 

Sistema General de Seguridad Social en Salud.  La bonificación judicial se 
reconocerá a partir del 1º de enero de 2013, se percibirá mensualmente, 

mientras el servidor público permanezca en el servicio y corresponde para 
cada año, al valor que se fija en la siguiente tabla: (…)” 

 

Ahora bien, el Consejo de Estado a través de decisión del 07 de febrero de 2019 

dentro del proceso con radicado No. 11001-03-25-000-2017-00393-00(63081), 
en sala plena de la Sección Tercera con ponencia del Consejero JAIME ENRIQUE 

RODRÍGUEZ NAVAS y con sustento en decisión previa del 20 de septiembre de 
2018 donde se resolvió sobre impedimento relacionado con la pretensión de 
inconstitucionalidad y otorgamiento de carácter de factor salarial a la 

bonificación reconocida a funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la 
Fiscalía General de la Nación, manifestó su impedimento conjunto para conocer 

del asunto con el siguiente sustento: 
 

 (…) 
 

En el sub lite, los magistrados de la Sección Segunda del Consejo de 
Estado manifestaron que actualmente tienen un interés indirecto en 

el presente proceso, ya que los artículos de los decretos demandados 
consagran preceptos salariales a los que son beneficiarios, tal como 

lo es, la bonificación judicial creada en la normatividad demandada 
en desarrollo del artículo 14 de la Ley 4a de 1992. Por tal motivo, la 

Sala considera que, acorde con el precepto legal, la manifestación de 
impedimento de los mencionados magistrados y la situación fáctica 

planteada dejan abierta la posibilidad de que su objetividad se altere 
por las razones que ellos exponen. 

 
 
Además, de conformidad con el artículo 130 de la Ley 1437 de 2011, al 

establecer las causales de impedimento y recusación para los jueces 
administrativos, remite a las consagradas en el artículo 141 del Código General 

del Proceso, entre las que se menciona, en el numeral 1 “Tener el juez, su 
cónyuge, compañero permanente o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

grado de consanguinidad o civil, o segundo de afinidad, interés directo o 
indirecto en el proceso” subrayado fuera del texto. 

 
También, el Código General Disciplinario aplicable a los servidores públicos y 

consagrado en la Ley 1952 de 2019, al regular el régimen aplicable a los 
funcionarios de la Rama Judicial y la Fiscalía General de la Nación en el artículo 

242 contempló como falta disciplinaria el incurrir en impedimentos y conflicto de 
intereses previstos en la Constitución, la Ley Estatutaria de la Administración de 

Justicia y demás leyes, así:    
 

“(…) 

 

ARTÍCULO 242. FALTA DISCIPLINARIA. Constituye falta disciplinaria 

y da lugar a acción e imposición de la sanción correspondiente el 
incumplimiento de los deberes y prohibiciones, la incursión en las 



inhabilidades, impedimentos, incompatibilidades y conflictos de 

intereses previstos en la Constitución, en la Ley Estatutaria de la 

Administración de Justicia y demás leyes. Constituyen faltas 
gravísimas las contempladas en este código. 

 

(…)” –Negrillas y subrayas fuera de texto- 

 
Asimismo, en la misma normatividad citada, el artículo 44, tiene como regla de 

obligatorio cumplimiento para los servidores públicos, lo siguiente: 

 
“(…) 

 
Artículo 44. Conflicto de intereses. Todo servidor público deberá declararse 
impedido para actuar en un asunto cuando tenga interés particular y directo 
en su regulación, gestión, control o decisión, (…). 
 
Cuando el interés general, propio de la función pública, entre en conflicto con 
un interés particular y directo del servidor público deberá declararse 
impedido. 
 
(…)” 

 
Teniendo en cuenta que dentro de las pretensiones de la demanda se reclama 

por el demandante el reconocimiento de la Bonificación de Actividad Judicial 
como factor salarial y, que tal acreencia conforme a la Ley 4° de 1992 y el 
Decreto 382 de 2013 están encaminados tanto a empleados como a los 

funcionarios de la Fiscalía General de la Nación respectivamente, resulta 
evidente que el reconocimiento solicitado, incide de manera directa en los 

intereses de todos los funcionarios que están asegurados en la misma 
normatividad, dada la posibilidad de pedir el mismo derecho; escenario en virtud 

de la cual nace una causal de impedimento de carácter general.  
 

En tales contextos, no puede pasar desapercibido el interés innegable de 
carácter subjetivo y directo que le asiste a esta funcionaria, frente a la regulación 

del asunto debatido al igual que la decisión o resultados del litigio, en razón a 
análogas condiciones y derechos particulares, predicables en condición de 

servidora pública de la Rama Judicial; circunstancias personales que podrían 
tener incidencia en la recta e imparcial administración de justicia, por hallarse 

en conflicto los intereses particulares de carácter económico con los generales 
de la función pública encomendada, supeditada al desarrollo de los principios 

consagrados en el artículo 209 de la Carta Política.  
 

Por otra parte, las pautas del trámite de los impedimentos de los Jueces 
Administrativos, el Código de Procedimiento Administrativo y de los Contencioso 

Administrativo en los numerales 1 y 2 del artículo 131, indica 
 

“(…) 

 

Artículo 131. Trámite de los impedimentos. 
 

Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas:  

 



1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que 

trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando advierta su 

existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito 
dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de plano si es o no 

fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo 

devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez 

único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el 

juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, devolverá el expediente 

para que el mismo juez continúe con el asunto. 

  
2. Si el juez en quien concurra la causal de impedimento estima 

que comprende a todos los jueces administrativos, pasará el 

expediente al superior expresando los hechos en que se 

fundamenta. De aceptarse el impedimento, el tribunal designará 
conjuez para el conocimiento del asunto. 

 

(…)”-Negrilla fuera de texto- 

 

Tenemos entonces que el articulo 131 inciso 1 de la Ley 1437 de 2011, 
determina que cuando el juez se declare impedido para conocer de un asunto, 
debe presentar el fundamento del mismo y remitir el proceso a quien le sigue 

en turno, con el fin de que este decida sobre aquel, y en caso de acceder a tomar 
su conocimiento, o por el contrario, lo rechazara y lo devolverá. 

 
De otra parte, el Consejo Superior de la Judicatura, expidió el Acuerdo No. 

PCSJA21-11738 del 5 de febrero de 2021, como instrumento de garantizar la 
labor, la oportuna y la eficaz administración de justicia en la jurisdicción de lo 

contencioso administrativo, creó dos Juzgados de carácter transitorio en la 
Sección Segunda de los juzgados administrativos de Bogotá, del 15 de febrero 

al 30 de julio de 2021, para que conocieran específicamente de los procesos 
sobre reclamaciones salariales y prestacionales solicitados contra la Rama 

Judicial y entidades con régimen similar, que estuvieron a cargo de los 
despachos transitorios en 2020, e igualmente de los demás que recibieran por 

reparto de los mismos temas. En tal sentido, el parágrafo del artículo 3 del citado 
acuerdo, dispone: 

 
“(…) 

 
ARTÍCULO 3. ° Creación de Juzgados en la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo. (…)  

 

PARÁGRAFO 1. Los juzgados administrativos transitorios de la 
Sección Segunda de Bogotá (…) continuarán conociendo de los 

procesos en trámite generados en las reclamaciones salariales y 

prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar que se encontraban a cargo los despachos transitorios que 
operaron en el 2020, así como de los demás de este tipo que 

reciban por reparto. 

 

(…)”-Negrilla y subrayado fuera de texto- 

 
A través del Acuerdo PCSJA21-11793 del 2 de junio de 2021 creó otro Juzgado 
Administrativo Transitorio en la Sección Segunda de los Juzgados 



Administrativos de Bogotá con el objetivo de que conociera a la par de dichas 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similares, que se le asignaran por reparto a este circuito judicial, así 

como los provenientes de Facatativá, Girardot, Zipaquirá y Leticia; despacho que 
instruiría labores el 15 de junio hasta el 10 de diciembre de 2021. 

 
Con Acuerdo CSJBTA22-1198 de 2 de febrero de 2022 se crearon de nuevo los 

tres Juzgados Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, fijo que los 
mismos conocerían de los procesos en trámite generados en las reclamaciones 

salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 
similares, que se encontraban a cargo de los despachos transitorios que 

operaron en el 2021, así como los demás de ese tipo que se recibieran por 
reparto. 

 
Con Oficio PSCJA22-22918 del 24 de febrero de 2022, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que mientras se allegaba la información pertinente 
respecto de la asignación de procesos a los juzgados transitorios creados 
mediante el Acuerdo CSJBTA22-1198 del 2 de febrero de 2022, el mismo se 

continuaría efectuando en la forma dispuesta en el Acuerdo CSJBTA21-44 del 9 
de junio de 2021, es decir, que el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18, el Juzgado 
Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57. 

 
Mediante Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022, el Consejo 

Seccional de la Judicatura de Bogotá, adicionó el reparto de los Juzgados 
Administrativos Transitorios de Bogotá de los procesos generados en 

reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con 
régimen similar provenientes de este Despacho Judicial, para que los mismos 

fueran repartidos y conocidos por el Juzgado Primero Transitorio. 
 

A través del Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, EL Consejo 
Superior de la Judicatura creó tres Juzgados Administrativos Transitorios en la 

ciudad de Bogotá, para conocer los procesos generados en reclamaciones 
salariales y prestacionales contra la Rama Judicial y entidades con régimen 

similar, los cuales conocerían de los procesos que se encontraba a cargo del los 
juzgados transitorios que operaron en el 2022, así como los que se recibieran 
por reparto. 

 
Con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el Consejo 

Seccional de Bogotá, informó que la asignación de procesos a los juzgados 
transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, se 

seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de 
octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría los 

procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 
Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 

y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 
 



De ahí que, de acuerdo con la citada normatividad en párrafos anteriores y la 

reseña jurisprudencial, ante una eventual prosperidad de las súplicas de la 
demanda, indudablemente se abre la posibilidad de obtener a favor de los Jueces 

de la República el reconocimiento de la bonificación judicial como remuneración 
con carácter salarial y con las demás prestaciones que ello implica, teniendo en 

cuenta que el estudio de las pretensiones de nulidad por inconstitucionalidad y 
del carácter salarial que pueda o no dársele a la bonificación judicial reconocida 

a los funcionarios y empleados de la Rama Judicial y de la Fiscalía General de la 
Nación, converge en el despliegue normativo de la Ley 4a de 1992. 

 
De otra parte, en relación a los referenciados acuerdos mediante los cuales se 

instituyeron los citados juzgados administrativos transitorios, a los que les fue 
estipulada únicamente la competencia para conocer de procesos que versen 

sobre reclamaciones salariales y prestacionales dirigidas contra la Rama Judicial 
y de la Fiscalía General de la Nación, con similar régimen, como ocurre en este 

caso y, en acatamiento de los principios procesales de economía, celeridad, 
acceso oportuno a la administración de justicia y prevalencia del derecho 
sustancial sobre el formal, frente al presente impedimento se procederá en esta 

oportunidad a enviar este asunto al despacho correspondiente, esto es, al 
Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva sobre el mismo. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 

 
 

PRIMERO: DECLARAR IMPEDIMENTO para conocer del presente asunto, de 
conformidad con lo previsto en el numeral 1º del artículo 141 del Código General 

del Proceso y lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia. 
 

SEGUNDO: REMITIR por correo electrónica el expediente al Juzgado Primero 
Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo establecido en el PCSJA23-

12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero 
de 2023 para efecto que decida sobre el impedimento declarado en esta 

providencia. 
 
TERCERO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, al 

juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda al presente proceso. 
 

CUARTO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 
para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 

 
QUINTO: INSTAR a todos los sujetos procesales a cumplir con las obligaciones 

establecidas en el artículo 46 de la Ley 2080 del 25 de enero de 2021, realizando 
las actuaciones a través de medios tecnológicos para cuyo efecto deberán 

informar  los canales digitales, correo electrónico y celular escogido para los 
fines del proceso, y enviar copia de todos los memoriales a través de estos con 

copia incorporada al mensaje de datos, con destino a la Oficina de Apoyo de los 



Juzgado Administrativos al correo electrónico 

correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co, para su registro en siglo XXI y su 
posterior reenvío a este juzgado. 

 
SEXTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 

presente decisión. 
 

SEPTIMO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE1. 
  

 
 

GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 
Juez 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
1 Demandante: estebanperdomo28@gmail.com;  
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JUZGADO SESENTA Y SIETE (67) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D. C. 
SECCIÓN SEGUNDA 

   

Bogotá D. C., trece (13) de febrero de dos mil veintitrés (2023) 

 

En virtud de la declaración de impedimento manifestada por este Despacho se 

procede a ordenar la remisión de los expedientes que se enlistan a continuación: 
 

EXPEDIENTE DEMANDANTE DEMANDADO 

11001 33 42 054 2018 00146 00 DORIS ACUÑA ACEVEDO 
PROCURADURIA GENERAL DE LA 
NACION 

11001 33 42 067 2022 00019 00 
GLORIA ESMERALDA CASSINAI 
NIÑO FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00026 00 
FREDY HERNAN PARRA 
TRASLAVIÑA FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00028 00 
PEDRO ALFONSO NAVAS 
GARCIA FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00034 00 
ANDREA LEONOR MONTAÑA 
SARTA FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00038 00 
MAGDA CRISTINA CASTAÑEDA 
PARRA 

RAMA JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA 
DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

11001 33 42 067 2022 00039 00 
DINA MARCELA BURMUDEZ 
CORREA 

RAMA JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA 
DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

11001 33 42 067 2022 00046 00 
ILLIAM FERNANDO ORJUELA 
ROJAS, FICALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00051 00 
DIEGO FERNANDO VELANDIA 
MORENO FICALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00054 00 
ANYELA BIBIANA NIETO 
BENAVIDES 

RAMA JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA 
DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

11001 33 42 067 2022 00056 00 
MILTA JOHANNA MORA 
HERNANDEZ 

RAMA JUDICIAL DIRECCION EJECUTIVA 
DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL 

11001 33 42 067 2022 00060 00 ANGELA MARIA TORRES NEIRA FICALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00070 00 NANCY ROJAS SANCHEZ FISCALIA GENERAL DE LA NACION 



11001 33 42 067 2022 00090 00 FABIAN LEAL SANCHEZ FISCALIA GENERAL DE LA NACION 

11001 33 42 067 2022 00092 00 LORENZA CORTES ROZO 

DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL BOGOTA 
CUNDINAMARCA 

11001 33 42 067 2022 00097 00 
JOHANA PATRICIA 
SANTAMARIA CHANAGA 

DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL BOGOTA 
CUNDINAMARCA 

11001 33 42 067 2022 00102 00 YAZMIN YAMILE RUEDA MELO 

DIRECCION EJECUTIVA DE 
ADMINISTRACION JUDICIAL BOGOTA 
CUNDINAMARCA 

 

 
Con auto anterior, la suscrita jueza se declaró impedida para conocer de los 

asuntos relacionados anteriormente y que conciernen a reclamaciones salariales 
de la bonificación judicial y prima especial en razón del interés directo que le 

asiste en las resultas de esta clase de controversias. Por lo que, de conformidad 
con lo establecido en el numeral 2 del artículo 131 del CPACA, dispuso remitir 

los expedientes al Juzgado Primero Transitorio de Bogotá, conforme a lo 
establecido en el Acuerdo CSJBTA22-110 del 21 de octubre de 2022. 

 
Posteriormente el Consejo Seccional de la Judicatura de Bogotá, mediante 
Acuerdo PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023, creó tres Juzgados 

Administrativos Transitorios en la ciudad de Bogotá, para conocer los procesos 
generados en reclamaciones salariales y prestacionales contra la Rama Judicial 

y entidades con régimen similar, los cuales conocerían de los procesos que se 
encontraba a cargo de los juzgados transitorios que operaron en el 2022, así 

como los que se recibieran por reparto. 
 

Asimismo, con Oficio CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023, emitido por el 
Consejo Seccional de Bogotá, se informó que la asignación de procesos a los 

juzgados transitorios creados mediante el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 
2023, se seguiría realizado en la forma indicada en el Acuerdo CSJBTA22-110 

del 21 de octubre de 2022, por lo que, el Juzgado Primero Transitorio asumiría 
los procesos provenientes de los juzgados permanentes del 7 al 18 y el 67, el 

Juzgado Segundo Transitorio los del 19 a 30 y el Juzgado Tercero los de 46 a 57 
y de los Juzgados de Facatativá, Girardot, Leticia y Zipaquirá. 

 
Por consiguiente, en aplicación del referido acuerdo y en observancia de los 

principios procesales de economía, celeridad, acceso oportuno a la 
administración de justicia, frente al impedimento planteado en providencias 
anteriores, se procederá a ordenar la remisión de los expedientes enunciados 

anteriormente al Juzgado Primero Transitorio de Bogotá a fin de que se resuelva 
sobre los mismos. 

 
En consecuencia, 

 
RESUELVE 



 

PRIMERO: REMITIR por correo electrónico los expedientes referenciados al 
Juzgado Primero Administrativo Transitorio de Bogotá, conforme a lo 

establecido en el PCSJA23-12034 del 17 de enero de 2023 y el Oficio 
CSJBTO23-483 del 6 de febrero de 2023 para lo de su competencia. 

 
SEGUNDO: PRESTAR apoyo por la Secretaría de este despacho permanente, 

al juzgado tercero transitorio, en lo que corresponda a los procesos 
anteriormente enlistados. 

 
TERCERO: COMUNICAR vía correo electrónico esta decisión a los interesados 

para lo de su conocimiento y fines pertinentes. 
 

CUARTO: INFORMAR a la Oficina de Apoyo para los fines a que hay lugar la 
presente decisión. 

 
QUINTO: por Secretaría DEJAR las constancias respectivas y dar cumplimiento 

a la mayor brevedad a lo aquí resuelto. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

  
GISSELL NATHALY MILLAN INFANTE 

Juez 
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